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PRESENTACIÓN

			La decimoctava edición del Manual de Derecho Constitucional se publica en un contexto de preocupación creciente por el desarrollo de la Inteligencia Artificial, especialmente de la Inteligencia Artificial Generativa. Se alzan voces en favor de una moratoria en las investigaciones que haga posible una reflexión colectiva, dificultada actualmente por la rapidez con la que se producen los nuevos adelantos tecnológicos. También, de manera paradójica, los propios impulsores de estos avances (como es el caso del ChatGPT) advierten sobre los riesgos y piden más regulación pública. No cabe duda de que en todas estas manifestaciones pueden estar presentes los intereses de grandes compañías tecnológicas que se han visto sorprendidas por nuevos ámbitos de negocio que ponen en peligro los beneficios de sus aplicaciones y los de las propias compañías tecnológicas que los han promovido. Unas quizás querrían que el desarrollo tecnológico se parara ahora, para no poner en riesgo la viabilidad económica de los monopolios que han generado. Otras posiblemente quieren adelantarse a la regulación pública para orientarla en beneficio de sus intereses y, eventualmente, poder consolidar posiciones de dominio o de monopolio en el futuro, en su área de actividad.

			Sin embargo, una suspensión del desarrollo tecnológico en el contexto de la tercera globalización no podría estar garantizada por ninguna autoridad. Como mucho podría adoptarse en Estados Unidos y en la Unión Europea, dejando a China todo el campo libre no solo para investigar, sino también para decidir cómo configurar el futuro de la Inteligencia Artificial. Si el desarrollo de la IA en contextos democráticos es ya problemático, dejarlo exclusivamente en las manos de un Estado como China potenciaría enormemente los riesgos de lesión de derechos y de afectación a la democracia. En todo caso, la propuesta de moratoria incurre en una confusión que siempre ha estado presente en el análisis de la sociedad tecnológica y de la nueva realidad virtual: la de atribuir al desarrollo tecnológico, cualquiera que sea su finalidad, una condición autónoma, como si los avances técnicos fueran neutrales y no el resultado de intereses económicos previos, que no siempre coinciden con los intereses públicos.

			Suspender el desarrollo tecnológico no es viable, pero orientarlo a las necesidades de la sociedad sí. Dejarlo completamente en manos de compañías que tienen un interés puramente económico sin ningún control público ha demostrado ser un riesgo muy grave para los derechos fundamentales, la democracia y los principios y valores constitucionales. Cuando menos, las nuevas aplicaciones y sus variantes deberían estar sometidas a un análisis de impacto tecnológico similar a los de impacto ambiental o de género. Teniendo en cuenta que las causas de los problemas que plantea el nuevo mundo virtual se sitúan más allá del Estado y de la constitución estatal, por depender de las grandes compañías tecnológicas, cuyo ámbito de actuación es global, la intervención de los Estados y de las instituciones supranacionales sobre los efectos parece más viable. Desde esa perspectiva, la evaluación del impacto tecnológico de las aplicaciones podría ser impulsado por grandes Estados y por la Unión Europea, limitando el acceso a sus mercados de aquellas que lesionaran derechos o que pudieran afectar a la democracia. La regulación pública es necesaria y no debe estar condicionada por las grandes compañías tecnológicas, ni favorecer sus intereses dificultando la libre competencia, tan escasa en este sector.

			Todas estas csuestiones tienen una dimensión constitucional que es necesario conocer para comprender su alcance y naturaleza, así como los riesgos que suponen desde el punto de vista de los derechos fundamentales y la democracia. Por ese motivo, hemos incorporado al Capítulo I de este Manual nuevos epígrafes sobre la vertiente constitucional de la sociedad digital. Ya lo hicimos el año pasado en nuestra Introducción al Derecho Constitucional, que ha sido, hasta donde sabemos, el primer Manual de Derecho que ha incorporado una lección sobre esta temática. Ahora lo hacemos en este Manual de Derecho Constitucional porque consideramos que el Manual no puede estar de espaldas a las nuevas realidades digitales. Vivimos ya en un mundo híbrido, que tiene una dimensión física y una creciente dimensión virtual. Reflexionar sobre él desde categorías jurídicas y constitucionales es una obligación que nos atañe a juristas y constitucionalistas en este tiempo de transformaciones esenciales que están prefigurando una nueva época.

			La orientación metodológica de estos nuevos epígrafes se fundamenta en mi obra La constitución del algoritmo, publicada por la Fundación Manuel Giménez Abad (Zaragoza, 2022), cuya segunda edición ha visto la luz en abril de 2023. En ella se parte del análisis de las rupturas que la realidad digital está provocando y que tienen una dimensión jurídico-constitucional. La superación de esas rupturas será posible de acuerdo con una metodología que no se limite a introducir reformas puntuales en la constitución «analógica», sino que tenga en cuenta el alcance y la dimensión global de los problemas a que nos enfrentamos para intentar resolverlos en lo posible desde dos perspectivas complementarias. Por un lado, constitucionalizando los algoritmos, esto es, promoviendo una mayor coherencia de su diseño y configuración con los principios constitucionales y con la dimensión procesal de la democracia pluralista. Por otro lado, digitalizando la constitución, incorporando las nuevas realidades digitales y los instrumentos normativos que hagan viable una respuesta constitucional a los desafíos que plantean.

			Otra novedad del Manual tiene que ver con el tratamiento de la parte relativa a las Fuentes del Derecho. Se acaba de publicar una nueva edición de mi obra Fuentes del Derecho, por el Centro de Estudios Políticos y Constitucionales (Madrid, 2022). Con motivo de esa nueva edición, he revisado la parte del Manual dedicada a esta temática, introduciendo algunos cambios en la redacción que no afectan en ningún caso al sentido último de los planteamientos que ahí se desarrollan. Se trata de cuestiones menores, pero que posiblemente sean percibidas por las personas que manejan habitualmente este Manual. Aunque esta parte, como las demás, se actualiza todos los años, en este caso se trata de una revisión más minuciosa que tiene un alcance más amplio, si bien no supone ninguna modificación sustantiva en cuanto al fondo de las temáticas que se desarrollan.

			En el año transcurrido desde la anterior edición del Manual ha habido una muy intensa actividad legislativa. Entre las novedades legislativas que se incorporan a la edición decimoctava de este Manual cabe mencionar, por lo que se refieren a las leyes orgánicas, la Ley Orgánica 15/2022, de 27 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón; la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual, así como su reforma, operada a través de la Ley Orgánica 4/2023, de 27 de abril, para la modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, en los delitos contra la libertad sexual, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores; la Ley Orgánica 12/2022, de 30 de septiembre, de reforma de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral general, para la regulación del ejercicio del voto por los españoles que viven en el extranjero; la Ley Orgánica 1/2023, de 28 de febrero, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo y la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario.

			Entre la legislación ordinaria que se incluye en esta edición, tenemos a la Ley 13/2022, de 7 de julio, general de Comunicación Audiovisual; la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación; la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática; las Leyes 22/2022, de 19 de octubre, y 8/2023 de 3 de abril, por las que se modifica la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra; la Ley 10/2023, de 3 de abril, por la que se aprueba la metodología de señalamiento del cupo del País Vasco para el quinquenio 2022-2026, y la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda.

			En cuanto a la jurisprudencia, esta edición incluye, entre otras, la STC 65/2022, de 31 de mayo, y las sucesivas sobre delegación de voto: SSTC 75/2022, de 15 de junio; 85/2022, de 27 de junio; 92/2022, de 11 de julio; 93/2022, de 11 de julio; 94/2022, de 12 de julio, y 24/2023, de 27 de marzo. Igualmente, la STC 66/2022, de 2 de junio (libertad personal e integridad física); la STC 22/2023, de 27 de marzo (libertad de expresión); la STC 95/2022, de 12 de julio (derecho a ejercer las funciones representativas); la STC 100/2022, de 12 de septiembre (derecho de acceso a las funciones públicas); la STC 103/2022, de 12 de septiembre (habeas corpus); la STC 19/2023, de 22 de marzo (eutanasia); la STC 34/2023, de 18 de abril (derecho a la educación), y la STC 44/2023, de 9 de mayo (derecho a la interrupción voluntaria del embarazo).

			Como se puede ver, a tenor de la extensa actividad legislativa y del intenso desarrollo jurisprudencial que se han producido desde la última edición, este año ha sido muy productivo desde la perspectiva constitucional. Ciertamente, algunas de las leyes aprobadas incorporaban deficiencias técnicas que han provocado reformas en apenas unos meses desde su entrada en vigor. Otras han suscitado debates sociales, políticos y doctrinales que se mantendrán seguramente en el futuro. Algo similar se puede decir de la jurisprudencia constitucional: en algunos de sus pronunciamientos quizás se podría haber avanzado en una interpretación constitucional más acorde con las condiciones del tiempo en que estamos viviendo. En esta edición del Manual se ha intentado dar cuenta de todo ello, de las luces y de las sombras que hoy se proyectan sobre nuestro sistema constitucional.

			FRANCISCO BALAGUER CALLEJÓN

		

	
		
			
			
NOTA PREVIA

			Cada uno de los autores ha elaborado los siguientes Capítulos y apartados de la obra:

			FRANCISCO BALAGUER CALLEJÓN: Capítulo I: El Derecho constitucional; Capítulo III: Las fuentes del Derecho; Capítulo IV: El ordenamiento jurídico; Capítulo V: La Constitución; Capítulo VI: Tratados internacionales y fuentes legales; Capítulo VII: Las fuentes con valor de Ley; Capítulo VIII: Las fuentes reglamentarias; Capítulo IX: Derecho constitucional europeo; Capítulo XII: La organización territorial del Estado y las competencias de las Comunidades Autónomas; Capítulo XIV: Las fuentes del Derecho en las Comunidades Autónomas; Capítulo XV: Relaciones entre el ordenamiento estatal y los ordenamientos autonómicos, y apartado 1 del Capítulo XXIV: Las garantías de los derechos.

			GREGORIO CÁMARA VILLAR: Capítulo XIII: La organización institucional de las Comunidades Autónomas; Capítulo XVI: El sistema de los derechos y las libertades fundamentales en la Constitución española; Capítulo XXI: El derecho a la tutela judicial efectiva; Capítulo XXIII: Los derechos y libertades del ámbito educativo; Capítulo XXV: Los deberes constitucionales; Capítulo XXX: El Poder Judicial; apartado 9 del Capítuo XI: Las sentencias del Tribunal Constitucional; apartados 2 a 4 y 6 del Capítulo XVII: Principio de igualdad y derechos individuales; apartados 1, 2 y 4 del Capítulo XVIII: Derechos individuales (II); apartado 3 del Capítulo XXII: Constitución económica y derechos sociales, y apartado 4 del Capítulo XXIV: Las garantías de los derechos.
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1. INTRODUCCIÓN: CONCEPTO,
				FUNDAMENTO, NATURALEZA  Y CLASES DE DERECHOS FUNDAMENTALES

			
1.1. Concepto, fundamento, significación y evolución  de los derechos fundamentales


			Como ha subrayado Pérez Luño, con los derechos fundamentales nos referimos a «aquellos derechos humanos garantizados por el ordenamiento jurídico positivo, en la mayor parte de los casos en su normativa constitucional, y que suelen gozar de una tutela reforzada». Esta definición descriptiva remite a la tradición consistente en incluir dentro de las constituciones una declaración de derechos y libertades donde sustancialmente se articula el sistema de relaciones entre el individuo y el Estado, como exigencia de su dignidad y como salvaguarda de su libertad y seguridad. Desde finales del siglo xviii, tras un largo pero sostenido proceso, los derechos fundamentales y las libertades públicas han alcanzado así gran relieve, correspondiéndoles hoy un papel central en el Estado constitucional, configurando un núcleo esencial de la parte dogmática de las constituciones, en las que suelen recogerse expresa y ampliamente sus garantías normativas, institucionales y jurisdiccionales.

			Ahora bien, no es posible dar cuenta clara de la existencia de un criterio de «fundamentalidad» para los derechos que sea universalmente válido. Los derechos fundamentales son, así, los que están reconocidos con ese carácter en un ordenamiento positivo. Precisamente por ello hemos de huir de cualquier tentación de «inmanentismo» e incluso de «sustancialismo lingüístico» a la hora de construir un concepto de derecho fundamental. La operación por realizar es más bien la inversa, esto es, se trata de extraer un concepto material y técnicamente operativo a partir de la positividad histórica de los derechos, tal cual se expresan en un concreto ordenamiento al que ha de comprenderse como sistema. Aunque satisfacen un requerimiento ético en algunos casos compartido universalmente, ni existen derechos humanos per se, como realidades independientes de las aspiraciones y valores de los hombres y de los pueblos, así como de los factores y circunstancias históricas de su surgimiento (salvo que se adopte una perspectiva iusnaturalista tout court), ni existe tampoco, en lógica consecuencia, un concepto doctrinal y dogmático universalmente válido de derecho fundamental.

			Ni siquiera nos es posible disponer de un concepto académico, plenamente depurado y regionalmente aceptado en términos comparativos, por deseable que esto sea. Bien es verdad que en el llamado «mundo occidental», y particularmente en Europa, ha encontrado gran arraigo la «cultura de los derechos fundamentales» (en expresión de Häberle), justamente porque el desarrollo político común y los cada vez más frecuentes intercambios de todo orden han confluido en la consideración de que la dignidad de la persona, la libertad y la igualdad son los valores máximos y matriciales, convirtiéndose en los verdaderos fundamentos de las diversas expresiones normativas constitucionales y de sus objetivos como Estados democráticos. Pero, si culturalmente se universalizan los derechos fundamentales y sus garantías jurídicas se consolidan y desarrollan, técnicamente persisten todavía grandes diferencias en función de las tradiciones de cada país, lo que impide dar una respuesta global a la cuestión de la conceptualización de los derechos fundamentales. Así, mientras que en algunos países se regula con detalle una tabla de derechos en sus respectivas constituciones (caso de Alemania, Portugal o España), en otros se efectúa una remisión a un texto histórico de declaración de derechos (caso de Francia) o se reconocen los derechos fundamentales como garantías no escritas, de acuerdo con el carácter consuetudinario de su Derecho, y se adaptan legalmente convenios internacionales (caso de Gran Bretaña, que adapta el Convenio Europeo de Derechos Humanos). Esta diversidad responde a una multiplicidad de factores de orden histórico, cultural, sociológico, político, etc., que será necesario tener siempre presente para poder entender e interpretar de modo constitucionalmente adecuado un ordenamiento concreto.

			Jean Rivero ha destacado que precisamente este es el problema común más esencial que se presenta hoy a la doctrina y a las jurisdicciones constitucionales: el de la noción misma de derecho fundamental, así como la de su contenido y, en consecuencia, el de la determinación de qué derechos deben ser asegurados y protegidos al más alto nivel. Saliendo de un núcleo central de derechos y libertades clásicos, básicos y coincidentes (los «derechos humanos» que concitan el más alto grado de consenso: derechos a la vida, a la libertad y a la seguridad, a la libertad ideológica y religiosa, de asociación, de reunión, etc.), el sistema de derechos se presenta con el halo propio de una nebulosa. Con Bobbio, pues, podemos decir que no es posible encontrar un fundamento absoluto, irresistible, a los derechos fundamentales, por cuyo relativismo histórico lo importante no es tanto fundamentarlos cuanto protegerlos. Son, en suma —sostiene—, «los que en una determinada Constitución están atribuidos a todos los ciudadanos indistintamente, aquellos, en una palabra, respecto de los que los ciudadanos son todos iguales». Ahora bien, pese a esta diversidad y relativismo, funcionalmente los derechos fundamentales, como revela la misma raíz lingüística de esta expresión (bond, fund), responden a necesidades humanas básicas y centrales y sugieren así la imagen del pie humano en el sentido estático, de basamento, y dinámico, que permite la movilidad y la acción (F. Puy), constituyendo una verdadera metáfora sobre los valores que permiten a las personas vivir libremente, con dignidad, igualdad y seguridad, en las sociedades democráticas.

			Pero, entonces, ¿cómo es posible abordar su estudio?

			En el ámbito del pensamiento jurídico han sido varios los modelos o perspectivas que se han puesto en juego para valorar en qué consisten y cuáles son los derechos humanos, pues es una insoslayable exigencia fijar un criterio que nos permita saber cuándo estamos efectivamente ante un verdadero derecho humano o ante un derecho humano in fieri, aspirando a su reconocimiento y garantía, y cuándo ante meros intereses de grupos.

			Uno de estos modelos ha sido el iusnaturalista, que, emotivamente hablando, es quizás el que a primera vista resulta más sugestivo. Según él, partiendo de una determinada visión filosófica, ideológica o religiosa del hombre, del mundo y de la sociedad, existen unos derechos que la persona siempre tiene por su condición de tal y que están asociados a su dignidad, por lo que son concebidos como inherentes a su propia naturaleza, anteriores al Estado, inalienables e inviolables, imprescriptibles, irrenunciables e intransmisibles. Esta visión —que se sitúa en el mismo origen de las primeras declaraciones de derechos—, sumamente atractiva e inspiradora de revoluciones y de grandes convulsiones sociales, no está exenta de problemas, dificultades y riesgos. En primer lugar, porque también la apelación totalizante y apriorística a ciertos derechos que pretendidamente están por encima del Estado, a partir de una interpretación exclusivista de su contenido, ha servido y puede servir para distorsionar reivindicaciones personales o colectivas que pretenden imponerse al conjunto social e incluso, a veces, para justificar la comisión de crímenes, atropellos y aun en algunos casos para la misma negación de la libertad y la dignidad humanas (por ejemplo, ciertas apelaciones al derecho de autodeterminación de los pueblos). En segundo lugar, porque una fundamentación en exclusiva iusnaturalista de los derechos humanos corre el riesgo de quedarse en el terreno vaporoso de los valores y no en el de su positivación, esto es, en el de la dotación de una determinada eficacia que surge de su inserción en un sistema jurídico (por ejemplo, la invocación del derecho a la vida como equivalente a la vida como valor, que ha de ser preservada a toda costa, o extendida su titularidad incluso a los nascituri, que no son todavía personas, sino vida humana en formación). En tercer lugar, porque su afirmación difusa desde el terreno valorativo puede comprometer seriamente el principio democrático, impidiendo, si su concepto se hace extenso y rígido, la existencia de un ámbito de desarrollo suficiente para la libertad de configuración del legislador. En cuarto lugar, porque, como ha señalado Bobbio, también está históricamente comprobado que el número y el contenido de los derechos humanos se ha modificado con el transcurso del tiempo a tenor de las necesidades e intereses de las clases en el poder, de los medios disponibles para su realización, de las transformaciones técnicas, etc. Y, finalmente, aunque no en último lugar, porque no es posible apelar a ninguna instancia definidora o decisoria de cuáles sean o hayan de ser los derechos humanos.

			Otro modo de abordar la cuestión, siguiendo a Peces-Barba, puede ser bautizado con el nombre de «escéptico». Independientemente de que se mantenga desde posiciones conservadoras o progresistas, puede incluirse en él a todos los que niegan la noción misma de los derechos humanos como referente universal y manifiestan su escepticismo ante la posibilidad de fijar un núcleo de derechos irreductibles del hombre. Para quienes se han alineado en estas posiciones (Althusser, Foucault…), el hombre actual, el individuo y, por consiguiente, todo humanismo o individualismo, es el producto de una ideología muy concreta: la de la burguesía que comienza a manifestarse en el Renacimiento y que culmina en la formación del Estado liberal. Esta posición conduce a una práctica imposibilidad de construir cualquier teoría o doctrina acerca de los derechos humanos.

			Un tercer modelo, que pudiéramos denominar «positivista voluntarista», entiende que son derechos fundamentales aquellos que el poder designa como tales: estaríamos en presencia de un derecho humano o fundamental sencillamente cuando un determinado ordenamiento jurídico así lo determine. El derecho depende en esta perspectiva, pues, de la voluntad del Estado y adquiere su razón de ser desde el momento en que se constituye en norma dentro del ordenamiento jurídico de un pueblo. Si bien este modelo establece un criterio de determinación verdaderamente claro y preciso de los derechos fundamentales, llevado a su extremo podría fundamentar incluso que determinadas minorías, grupos o clases puedan disponer a su antojo de la vida y derechos del resto de los hombres, a condición de que tengan el poder.

			Como puede observarse, seguir cualquiera de estos modelos de manera aislada y sin matices conduce directamente a un callejón sin salida para la fundamentación y la determinación de los derechos humanos. Ante esta situación, algunos estudiosos se han dejado llevar por un criterio más pragmático, consistente en preocuparse exclusivamente por los aspectos técnicos, procesales fundamentalmente, de la protección de los derechos, bien sea en el ámbito internacional, bien en el de los Estados concretos. Esta perspectiva ha sido, ciertamente, muy productiva y a ella se debe en buena medida el alto grado de protección que desde el punto de vista técnico han alcanzado muchos derechos; pero por sí sola no permite la construcción de un concepto suficientemente válido de los derechos humanos en la medida en que desatiende los problemas generales que subyacen al tema y que son inabordables desde consideraciones de estricta técnica jurídica.

			Si ninguno de estos caminos es enteramente satisfactorio, ¿qué vía seguir entonces? Es posible superar los problemas esbozados y los reduccionismos si adoptamos el modelo «dualista» —que hoy es paradigmático en la doctrina jurídica—, consistente en establecer dos niveles de consideración en el estudio de los derechos humanos: por un lado, el estudio de los derechos humanos como filosofía de los derechos humanos; por otro, el paso de la filosofía de los derechos humanos al Derecho de los derechos fundamentales.

			Desde el primer punto de vista, es necesario abordar los factores sociales, económicos, ideológicos y políticos que han incidido en la concepción de los derechos fundamentales. Los derechos, ciertamente, no se hallan inscritos en ninguna tabla de validez universal, sino que se enraízan en la historia de las sociedades y de los pueblos que han ido construyendo a través de grandes y variadas vicisitudes una práctica y una teoría de los derechos humanos. En esta construcción han incidido de forma particularmente intensa dos concepciones cruciales: el liberalismo y el socialismo. El liberalismo, porque la aparición de la economía de mercado, del individualismo, de la teoría del contrato social, del Estado liberal, etc., configuran los factores que hacen posible el surgimiento del pensamiento secularizado acerca de un núcleo irreductible de derechos del hombre; el socialismo, porque significa una superación de muchas enunciaciones puramente formales del liberalismo, al tiempo que la construcción de otros muchos derechos y libertades hasta entonces no enunciados: económicos, sociales y culturales… En suma, el concepto de los derechos humanos es un concepto histórico que se ha venido formando, enriqueciendo y evolucionando con el paso del tiempo en cada sociedad concreta, y en ello se distancia y se opone el modelo dualista al iusnaturalismo.

			Ése es el sentido histórico y realista de los derechos, con independencia de su inspiración más o menos cercana, según los casos, en un modelo u otro, que cabe observar implícitamente en desarrollo desde los primeros reconocimientos en la Declaración del Buen Pueblo de Virginia de 1776 y en las diez primeras Enmiendas de la Constitución federal norteamericana de 1787, así como en la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, pasando por la Constitución de la República Francesa de 1848, la Constitución de Weimar de 1919, las tablas de derechos de las Constituciones de la segunda posguerra mundial (Constitución italiana de 1947, Ley Fundamental de Bonn de 1949…), hasta llegar a los textos constitucionales de democracias más jóvenes, como es el caso de Portugal y España, donde se incluyen los más novedosos derechos originados por las necesidades y problemas creados por el avance tecnológico y el desarrollo económico y social. Todo ello sin olvidar, por supuesto, el proceso de la internacionalización de los derechos que eclosiona con la Declaración Universal de 1948, y continúa con la variada complejidad de los Convenios, Pactos y Declaraciones sectoriales protectores de los derechos humanos (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —ambos de 1966—, la Declaración de los Derechos del Niño de 1959, de la Mujer, de 1957, etc.), configurándose un particularísimo régimen internacional de fuerte garantía en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950, así como un significativo avance como acervo común en su reconocimiento como principios generales del Derecho por el Derecho comunitario europeo hasta llegar a la proclamación de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea el 7 de diciembre de 2000 y, tras el fracaso del «Tratado constitucional» por el «no» francés y holandés de la primavera del 2005, al posterior reconocimiento de su valor jurídico vinculante y el establecimiento de su ámbito de aplicación por el Tratado de Lisboa de 2007, cuya entrada en vigor se produjo el 1 de diciembre de 2009. Se trata en este último supuesto, en su formulación literal, de una verdadera quintaesencia del más moderno estándar de los derechos fundamentales, obtenido tras un largo y complejo proceso de racionalización, precisamente a partir de las tradiciones constitucionales comunes de los Estados miembros y de los tratados y convenios internacionales en la materia. En efecto, también en este ámbito, como no podía ser de otra manera, se ha producido una progresiva configuración, ciertamente atípica y problemática —y, podría decirse, de transición, en la que todavía estamos instalados—, de un sistema de protección de los derechos fundamentales surgido en el seno de las Comunidades Europeas a través de un largo proceso pretoriano de reconocimiento y protección por parte del TJCE, iniciado a finales de la década de los sesenta mediante el recurso a la técnica de la apelación a la urdimbre de los principios generales del Derecho y de las tradiciones constitucionales comunes de los Estados miembros, toda vez que, a diferencia del Consejo de Europa, la Unión Europea ha carecido de una propia Declaración de derechos hasta la actualidad. Igualmente, se prevé la adhesión al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, pero esta adhesión no modificará las competencias de la Unión que se definen en los Tratados.

			En este marco general de desarrollo histórico han encontrado reconocimiento y protección un conjunto de derechos que nacen de las exigencias de la dignidad humana, verdadera «premisa cultural antropológica del Estado constitucional» (P. Häberle) y que cabría simbolizar, como estándar básico y común, mediante el enunciado de los derechos protegidos por el Convenio Europeo de 1950: los derechos a la vida, a la libertad y a la seguridad personal, a unas garantías judiciales equitativas, a la intimidad, inviolabilidad del domicilio y de la correspondencia, a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, a la libertad de expresión y de opinión, a la libertad de reunión y de asociación, a contraer matrimonio y a fundar una familia, a respetar los bienes de una persona, a la educación, a la libertad de circulación y de residencia, a no sufrir tortura y penas o tratos inhumanos o degradantes, a no ser discriminados en el goce de derechos y libertades garantizados, etc.

			Por consiguiente, a la vista de esta dinámica histórica, puede concluirse que, a pesar del relativismo que su misma historicidad comporta, el concepto de los derechos humanos ha llegado a alcanzar un cierto grado de objetivación, siendo estable en su núcleo, puesto que no existen hoy solo a expensas de la voluntad del poder político, sino que mantienen respecto a este una autonomía con base precisamente en su fundamentación histórica. Los derechos humanos pertenecen ya al acervo cultural de todos los hombres y su existencia es autónoma e independiente de cualquier voluntad política, que solo puede condicionar el modo de sus reconocimientos y el grado de sus concretas garantías. Es esa conciencia histórica universal, condensada y recogida en las declaraciones de derechos y en los textos constitucionales, la que fundamenta el respeto a los derechos fundamentales en la cultura de las sociedades democráticas avanzadas.

			En definitiva, si bien por su fundamento cultural los derechos fundamentales tienen un origen prenormativo en un sistema de valores compartido de manera amplia por un conjunto social, solo adquieren su auténtica naturaleza de derechos públicos subjetivos mediante su positivización. Y solo adquieren la más plena garantía, incluso frente al legislador, con la Constitución normativa. Solo en estas constituciones, expresión del más avanzado estadio del constitucionalismo que inicia su andadura tras la Segunda Guerra Mundial, consiguen los derechos fundamentales, antes solo declarados y escasamente protegidos, las características que hoy los definen en una comunidad de Derecho: vincular a todos los poderes públicos y, por tanto, ser también indisponibles para el legislador, que deberá respetar su contenido esencial, y tener eficacia directa, siendo exigibles ante los tribunales, desplegando, asimismo, una dimensión objetiva e institucional sustentadora del orden social y político.

			De esta manera podemos dar un paso más y abordar el estudio del «Derecho de los derechos fundamentales», en tanto que se incorporan en normas estatales que reconocen y protegen los derechos humanos determinados en el nivel filosófico y concretados en el ámbito internacional. Los derechos humanos son, evidentemente, importantes valores orientadores de la acción política, pero no Derecho declarado, regulado y tutelado por el ordenamiento positivo hasta que no se convierten en derechos fundamentales. Este nivel que estamos considerando, y en el que a partir de ahora centraremos nuestra atención, supone la teoría jurídica de los derechos fundamentales, esto es, la teoría de su naturaleza, de sus sujetos, de sus contenidos, de sus límites, de su interpretación, de sus condiciones de ejercicio, etc., concretada en un determinado ordenamiento, en nuestro caso el correspondiente al Estado social y democrático de Derecho instaurado por la Constitución de 1978.

			
1.2. Naturaleza de los derechos y libertades


			Cuando hablamos de derechos fundamentales, lo primero que pensamos o intuimos de forma automática es que configuran normas decisivas para definir el modelo constitucional de sociedad y de Estado. No es difícil darse cuenta de que están profundamente imbricados con la forma de Estado, con el modelo de sociedad y aun con la llamada «Constitución económica». Porque el Estado de Derecho, ciertamente, es la condición y, al mismo tiempo, el efecto de la existencia y garantía de los derechos fundamentales y, en igual sentido, las cláusulas constitucionales económicas —particularmente en su versión social— constituyen en cierto modo el soporte estructural y material imprescindible para que los derechos fundamentales —sobre todo los de prestación, que necesitan de la existencia de medios suficientes y de algún grado de organización y de procedimientos— puedan desplegarse y su efectividad quede garantizada de modo generalizado. Es decir, el Estado social y democrático de Derecho de nuestros días solo es posible a partir del reconocimiento, garantía y protección de los derechos fundamentales y estos, a su vez, solo pueden existir en amplitud y en profundidad si el Estado se organiza como democrático y mantiene una proyección y vocación social.

			En definitiva, tan necesarias son las condiciones jurídicas y políticas para la efectividad de los derechos fundamentales, como las sociales, económicas y culturales. La existencia de un Estado de Derecho donde impere el principio de legalidad y esté asegurada la división y el control del poder no es de hecho, y por sí sola, como prueba la experiencia histórica, una garantía suficiente de los derechos y libertades. Es necesario que la estructura social y económica esté en su conjunto, como dice J. C. Colliard, al servicio de la persona, porque entonces la proclamación de los derechos reposará sobre una sociedad justa y será posible y eficaz su garantía. Y esto solo puede garantizarlo el principio de constitucionalidad.

			Si las normas que reconocen derechos fundamentales son normas decisivas, es, en efecto, porque tales derechos constituyen la principal garantía que tienen los ciudadanos de que el sistema social y político se orientará —por encima de las disfunciones o los incumplimientos relativos que en cada momento puedan presentarse— hacia el respeto y promoción de las posibilidades vitales de la persona, cuya dignidad se erige en fundamento de todo el sistema. Por tanto, la realidad de los derechos fundamentales no puede quedar reducida a una mera relación de carácter unidimensional entre el Estado y el individuo (P. Häberle). A poco que abundemos en esta idea, encontraremos una doble dimensión que resaltar de los derechos y libertades fundamentales: subjetiva y objetiva, porque, por un lado, los derechos fundamentales conforman una esfera de libertad personal, protegiendo al individuo de las intervenciones injustificadas del poder público y de determinadas actuaciones de terceros, permitiendo además al ciudadano exigir de aquél determinadas prestaciones, y, por otro, operan como elementos constitutivos y legitimadores del ordenamiento, en tanto que configuran los valores materiales sobre los que la sociedad y el Estado se organizan, suponiendo su expresión, por consiguiente, el origen mismo del poder estatal.

			Esta concepción de la doble faz o naturaleza de los derechos fundamentales, cuyas raíces cabe encontrar en los tiempos de Weimar y que se desarrolló a partir de los planteamientos, entre otros, de Kaufmann, Smend y, más recientemente, Häberle, ha adquirido arraigo en la doctrina y en la jurisprudencia alemanas, de donde ha sido adoptada también por la doctrina y la jurisprudencia constitucional españolas. Resumidamente su formulación puede precisarse en los siguientes términos:

			A) Subjetivamente, los derechos fundamentales conforman el estatuto jurídico de los ciudadanos en relación con el Estado y en el seno de la sociedad, esto es, respecto a los poderes públicos y también respecto a terceros o en relaciones entre particulares. En este sentido son exponente de la tutela de la libertad, la dignidad, la seguridad y la autonomía de las personas. Como dice el Tribunal Constitucional en la Sentencia 25/1981 (FJ 5), «los derechos fundamentales son derechos subjetivos, derechos de los individuos, no solo en cuanto derechos de los ciudadanos en sentido estricto, sino en cuanto garantizan un status jurídico o la libertad en un ámbito de la existencia».

			Es esta la línea de principio que subyace en el artículo 10.1 de la Constitución española o en el 1 de la Ley Fundamental de Bonn, al vincular los derechos inviolables con la dignidad de la persona y con el libre desarrollo de la personalidad, debiendo entenderse que su titularidad no corresponde tan solo a los individuos aisladamente considerados, sino también —como ha dicho el Tribunal Constitucional en la STC 64/1988, FJ 1— «en cuanto están insertos en grupos y organizaciones cuya finalidad sea específicamente la de defender determinados ámbitos de libertad o realizar los intereses de los valores que forman el sustrato último del derecho fundamental».

			B) Objetivamente, los derechos y libertades fundamentales son presupuestos de consenso del sistema social y político, como resultado del acuerdo básico de los ciudadanos y de las fuerzas políticas y, por ello, tienen una función legitimadora e informadora, axiológica, del conjunto del entramado constitucional. Es decir, los derechos fundamentales tienen una dimensión institucional que los convierte, como ha tenido ocasión de precisar nuestro Tribunal Constitucional, en «elementos esenciales del ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, en cuanto este se configura como marco de una convivencia humana justa y pacífica, plasmada históricamente en un Estado de Derecho y, más tarde, en un Estado social y democrático de Derecho, según la fórmula de nuestra Constitución» (STC 25/1981, FJ 5).

			Desde esta perspectiva institucional, los derechos no son ya solo los límites que los ciudadanos pueden oponer a la acción del poder político o frente a determinadas acciones de terceros o las concretas facultades de exigir acciones o prestaciones de los poderes públicos que puedan conferirles, sino que, considerados positivamente, son un conjunto de valores y fines directivos de la acción de los poderes públicos y marco general para el desarrollo de la convivencia social. El orden jurídico infraconstitucional se verá así conformado por ellos: todo el Derecho habrá de estar inspirado por este sistema de valores incorporado a la Constitución como decisión básica y tanto el desarrollo como la interpretación y aplicación de la Constitución y de la Ley habrán de realizarse a la luz de los valores que los derechos fundamentales representan e incorporan. En definitiva, los derechos fundamentales son los componentes estructurales básicos, tanto del conjunto del ordenamiento objetivo como de cada una de las ramas que lo integran porque, como dice el artículo 10.1 de la Constitución, son el «fundamento del orden jurídico y de la paz social» (STC 53/1985, FJ 4). Nada tiene de extraño entonces que el constitucionalismo democrático, precisamente por serlo, haya desarrollado el principio del mayor valor de los derechos fundamentales y su concreción del «principium libertatis», según el cual, en caso de incertidumbre u oscuridad sobre el estatuto jurídico de los derechos, hay que dar siempre preferencia a la interpretación que ofrezca las mayores garantías para sus titulares. Este principio se inscribe en el postulado de «la garantía de la progresiva efectividad» de los derechos que, en expresión de Häberle, es «presupuesto de toda la dogmática, pretórica y política de los derechos fundamentales» en cuanto que nace de la convicción de que el Estado democrático se cimenta sobre la «cultura de los derechos fundamentales» y su garantía depende de una multiplicidad de factores estatales, públicos y privados, que es preciso tener en cuenta en los procesos de interpretación. Aunque hoy se tiende a hablar más en la doctrina de la «multidimensionalidad» o «multifuncionalidad» de los derechos fundamentales (individual, objetivo-institucional, legitimadora, informadora y proyectiva de políticas públicas, etc.), puede sostenerse que la formulación que estamos considerando reúne o concita de algún modo estos diferentes aspectos.

			Es preciso, finalmente, realizar la observación de que esta doble naturaleza de los derechos fundamentales debe ser correctamente entendida, pues, de un lado, las dos dimensiones mencionadas, subjetiva y objetiva, no pueden valorarse aisladamente, sino de manera interdependiente; por ello han de ser siempre tenidas en cuenta y ponderadas sistémicamente a la hora de interpretar y aplicar la Constitución en un caso concreto. Por otra parte, el que los derechos fundamentales, así concebidos, influyan en todo el Derecho, implica lógicamente a todas sus ramas, sea público o privado. La cuestión, en este plano general y principial, no presenta grandes problemas en el primer caso, esto es, cuando se trata de la disciplina de las relaciones jurídicas de los ciudadanos con los poderes públicos. Ahora bien, esto no quiere decir que las relaciones jurídicas entre particulares —sometidas al Derecho privado— queden convertidas por la presencia de los derechos fundamentales en relaciones regidas directamente por el Derecho constitucional y sustraídas a su ámbito propio, sino que en ellas han de ser siempre tenidos en cuenta los efectos de los derechos fundamentales a la hora del establecimiento, de la interpretación y de la aplicación de las normas que disciplinan aquellas relaciones. Pero estos aspectos serán más específicamente tratados cuando se analice la cuestión de la eficacia de los derechos fundamentales.

			
1.3. Clasificación de los derechos y libertades fundamentales


			Ninguna clasificación puede reducirse a ser un mero ejercicio de erudición, sino que ha de estar orientada a revelarnos aspectos significativos del objeto o de la materia sobre la que versa. Por ello toda clasificación tiene un valor relativo, que está siempre en función de la posición en la que se sitúa quien la establece o de los aspectos que con el criterio adoptado se pretenden iluminar (el objeto, la finalidad, el contenido, etc.).

			Como señala Lucas Verdú, los derechos y libertades fundamentales constituyen un sistema, queriendo significar con ello que toda clasificación que sobre ellos se realice no puede hacernos olvidar que son notas características suyas la interdependencia, la complementariedad y la paridad jurídica. Los derechos y libertades básicos son, en efecto, interdependientes, porque todos ellos comparten una misma sustancia, cual es el respeto de la libertad y de la dignidad humanas en un orden social justo. Son, además, complementarios, porque se apoyan unos en otros; no son compartimentos estancos, sino que se interrelacionan mutuamente, de tal forma que el disfrute de uno de ellos presupone el disfrute de otros. Así, por ejemplo, la libertad de expresión es un derecho de libertad de carácter intelectual que necesita apoyarse en la libertad de pensamiento y aun en una libertad que también presenta un cierto carácter económico, como es la de poder crear medios de comunicación para hacerla posible. Por último, los derechos y libertades fundamentales gozan, como cuestión de principio, de un status de paridad jurídica, porque aunque es evidente que cada uno de ellos tiene matices propios que les hacen más o menos vulnerables según sea la coyuntura política o social, es un postulado típico del Estado de Derecho que desde un punto de vista técnico jurídico todos tienen la misma relevancia. Cosa distinta es que cuando en un caso concreto entran en conflicto derechos, o bienes constitucionalmente protegidos y derechos, sea necesario realizar una ponderación o balance entre ellos que permita encontrar al aplicador del Derecho una solución fundamentada, prevaleciendo —solo en lo que sea constitucionalmente permitido— o «prefiriendo» uno de los derechos o bienes en presencia (escogiendo, por así decirlo, «el mejor derecho» ante el caso concreto), pero sin que ello suponga partir de una jerarquización de derechos o el sacrificio de alguno de ellos, o su preterición, sin buscar previamente la posibilidad de una «concordancia práctica» allí donde sea posible.

			Si esto es así, es decir, si los derechos fundamentales constituyen un sistema y no pueden organizarse según un rango jerárquico, ¿qué valor puede tener entonces una clasificación de los derechos fundamentales? Como el mismo Lucas Verdú indica, una clasificación es conveniente en cuanto tiene de interés técnico-jurídico, histórico-político y didáctico. Técnico-jurídico, porque a través de ella se verifican las exigencias lógicas del sistema de los derechos fundamentales y se manifiestan las diferentes características de los derechos y libertades; esto es, una clasificación sirve para mostrar en el plano formal las diferencias y conexiones existentes entre ellos y las garantías con las que son protegidos. Histórico-político, porque pone de manifiesto la conciencia y el interés que en cada período histórico se ha tenido sobre los derechos y libertades fundamentales y explica las sistematizaciones que de ellos se han realizado en cada momento. Didáctico, porque ayuda a su comprensión, a su estudio y a la adhesión a ellos por parte de los ciudadanos.

			Teniendo en cuenta estas premisas, nos referiremos a continuación a algunas de las clasificaciones más relevantes que hasta el momento se han ensayado.

			A) Clasificaciones por el contenido, objeto o finalidad de los derechos.—Desde un punto de vista material o por su contenido, a P. Rossi se debe la más antigua de las clasificaciones, formulada a mediados del siglo xix, distinguiendo entre: a) derechos privados; b) derechos público-sociales (libertades fundamentales); c) derechos políticos (participación de los ciudadanos en las funciones públicas). Aunque ciertamente meritoria debido a lo temprano de su formulación, esta clasificación resulta hoy insuficiente debido, sobre todo, a la poca precisión de la categoría intermedia, como ya destacara en su momento Nicolás Pérez Serrano.

			También en España algunos autores se preocuparon de establecer clasificaciones de los derechos y libertades fundamentales. Éste fue el caso de Santamaría de Paredes, que, utilizando como criterio la posición del individuo respecto del Estado, distinguió en su día entre derechos individuales, políticos y mixtos. Los primeros son los que corresponden al ser humano como tal, independientemente de cuál sea su condición personal o social; los segundos, aquellos que corresponden al hombre en cuanto ciudadano, y los terceros, los que presentan una doble faceta, personal y política, como los derechos de asociación, de reunión, etc.

			Sería imposible, además de poco productivo, dar cuenta en estas páginas de los diferentes ensayos clasificatorios realizados más recientemente en nuestro país. Nos limitamos, pues, a una referencia general a la propuesta por Sánchez Agesta, que, siguiendo el criterio de la naturaleza de los bienes jurídicos protegidos, distinguió entre derechos civiles, económicos, públicos, políticos y sociales. En nuestros días, por recoger otro ejemplo, Prieto Sanchís se ha referido, atendiendo a su finalidad, a los derechos de libertad, por una parte, que subdivide a su vez en: a) garantías individuales (como el derecho a la vida, a la seguridad personal, las garantías penales y procesales, etc.) y b) libertades (ideológica, religiosa, derecho de asociación, etc.), y, por otra parte, a los derechos de igualdad (igualdad ante la ley, derecho a la educación, derecho a la protección de la salud, etc.).

			Pero, con todo, es la doctrina alemana la que más se ha esforzado y la que más éxito ha obtenido en el establecimiento de criterios de clasificación de los derechos y libertades, destacando a este respecto, paradigmáticamente, la de G. Jellinek y la de C. Schmitt.

			Jellinek estableció su clasificación en torno a las posiciones públicas del ciudadano, a las que denominó status, distinguiendo así entre: a) status subjectionis, o estado pasivo, por el cual el individuo queda sometido al imperio del Estado: servicio militar, pagos de impuestos, etc. (tal posición es definitoria, obviamente, más que de derechos, de deberes); b) status libertatis, o estado negativo que excluye el imperio del Estado, por el que se demarca la esfera en la que el individuo se desenvuelve sin la injerencia del poder político; c) status civitatis, o estado positivo, en virtud del cual el individuo demanda prestaciones del Estado y se beneficia del ejercicio del poder estatal desde las instituciones, y d) status activae civitatis, o estado de ciudadanía activa, por el cual corresponde al ciudadano una participación en las funciones públicas, contribuyendo a la formación de la voluntad estatal como miembro de la comunidad política, mediante el ejercicio de los derechos políticos.

			De estas situaciones surgen derechos subjetivos que son públicos y fundamentales, dividiéndose en: derechos civiles, políticos y económicos, sociales y culturales. Las libertades públicas, entendidas como libertades-autonomía, quedarían englobadas en la primera categoría.

			Dado el éxito y la utilidad de esta clasificación, la doctrina ha propuesto añadir a los estadios de Jellinek otro más: el status positivus socialis, que hace referencia a una situación en la que se reconocen, además, aquellos derechos denominados económicos, sociales y culturales, y sus procedimientos de garantía, que hacen posible alcanzar una más digna calidad de vida y unas cotas más amplias de disfrute efectivo de todos los derechos fundamentales. Como es fácilmente observable, estas categorías sirven no solo para «periodizar» el decurso histórico de los derechos fundamentales, sino también, en tanto que han permanecido como estratos del constitucionalismo, para clasificar los derechos y libertades de cada una de las constituciones concretas.

			Por su parte, Carl Schmitt estableció su clasificación atendiendo a los siguientes puntos, muy seguidos a veces por la doctrina a efectos didácticos para reagrupar los derechos y libertades fundamentales: a) los derechos de libertad del individuo aisladamente considerado: libertad personal, libertad de conciencia, etc.; b) los derechos de libertad del individuo en su relación con los demás: derechos de asociación, de reunión, libertad de circulación, etc.; c) los derechos del individuo en el Estado como ciudadano: derecho a participar en los asuntos públicos, derecho a acceder a los cargos y a las funciones públicas…, y d) derechos del individuo a prestaciones del Estado: derecho a la educación, a la seguridad social, etc. Por otra parte, a Schmitt se debe la teoría de la «garantía institucional» (referida al ámbito público: por ejemplo, autonomía municipal) o «de instituto» (referida predominantemente al ámbito privado: por ejemplo, matrimonio y familia) como concepto distinto del de «derecho fundamental». La garantía institucional o de instituto se refiere a las disposiciones constitucionales que reconocen y garantizan una concreta institución, no estableciéndose medidas protectoras en beneficio directo de los individuos, sino en pro de la existencia y mantenimiento de la institución misma según viene siendo esta concebida socialmente de manera típica, aunque determinados derechos y libertades presenten a su vez esa faceta de ser también una garantía institucional (así, la libertad de cátedra) o una concreta garantía institucional acabe siendo del mismo modo simultáneamente entendida como derecho fundamental (así, en nuestro caso, como se estudia en el capítulo correspondiente, la autonomía de las universidades del art. 27, apdo. 10).

			Como puede apreciarse, aunque afines en muchos aspectos, todas las clasificaciones no dejan de ser en alguna medida coincidentes y relativas. La más frecuentemente utilizada por su capacidad sistematizadora y ordenadora es, desde un punto de vista material, la que distingue entre:

			a) Derechos y libertades de la persona física, que con un contenido muy amplio excluyen, en principio, cualquier intervención no consentida de un tercero. Se incluirían aquí, por ejemplo, la libertad personal, el derecho a la vida, el derecho a la intimidad, la inviolabilidad de las comunicaciones, etc.

			b) Libertades de la persona intelectual y moral, o libertades del pensamiento, entre las cuales se encuentran las libertades de pensamiento y de creencias, la libertad religiosa y de culto, las libertades de expresión y de comunicación, la libertad de cátedra, la libertad de enseñanza, las libertades de creación literaria, científica, artística y técnica, etc.

			c) Derechos o libertades colectivas o cívico-políticas, que serían las que corresponden a los individuos en cuanto ciudadanos: derecho al sufragio activo y pasivo, derecho de asociación, de reunión, de manifestación, de petición, de iniciativa legislativa popular, etc.

			d) Derechos y libertades de contenido económico y social que abarcarían tanto a las más tradicionales: derecho de propiedad, de fundación, libertad de empresa, etc., como a las introducidas por el pensamiento y la práctica política socialista: derecho al trabajo, derecho de huelga, libertad sindical, derecho a la vivienda digna, derecho al medio ambiente, a la salud, a la seguridad social, etc.

			En todo caso, no olvidemos el carácter instrumental de toda clasificación, así como la estrecha interrelación existente entre todos los derechos y libertades, en tanto que constituyen un sistema.

			B) Clasificación de los derechos fundamentales por su naturaleza.—Si hasta ahora hemos clasificado los derechos y libertades según su contenido material, por su naturaleza podemos precisamente distinguir los derechos fundamentales de las libertades públicas. Puede decirse que las libertades públicas, en su formulación clásica, tienen un ámbito más restringido que los derechos fundamentales, con los que obviamente mantienen una relación de especie a género. Es decir, las libertades son «derechos de libertad», porque básicamente lo que imponen es una actitud abstencionista por parte del poder público y el respeto de los particulares, definiendo una esfera de autonomía personal, o bien establecen facultades en orden a la participación en el ámbito social y político. En esta línea de razonamientos puede hablarse de libertades-autonomía y de libertades-participación. Tal distinción está vinculada a los sentidos negativo y positivo de la libertad, de gran tradición en el Derecho constitucional desde el clásico análisis de B. Constant. El concepto de libertad negativa, según gráfica referencia de este pensador, consiste en «el derecho de cada uno a no estar sometido más que a las leyes, a no poder ser ni arrestado, ni detenido, ni muerto, ni maltratado de manera alguna a causa de la voluntad arbitraria de uno o varios individuos. Es el derecho de cada uno a expresar su opinión, a escoger su trabajo y ejercerlo, a disponer de su propiedad […], a ir y venir sin permiso y sin rendir cuentas de sus motivos o de sus pasos». La libertad positiva, por otra parte, se concreta, según Constant, en «el derecho de cada uno a influir en la administración del gobierno, bien por medio del nombramiento de todos o de determinados funcionarios, bien a través de representaciones, de peticiones, de demandas que la autoridad está más o menos obligada a tomar en consideración». Como puede apreciarse, el sentido genérico de estas libertades es que son tales porque permiten actuar sin coacción, correspondiendo al Estado su garantía y respeto. Su reconocimiento está en el mismo origen del constitucionalismo: libertad personal, libertad de pensamiento, libertad de cultos, libertades de reunión y asociación, de prensa, libertad de sufragio en su doble forma de elección y referéndum, etc.

			Las libertades expresan, pues, una referencia descriptiva y directa al ámbito propio de la actuación de su sujeto titular, mientras que cuando se habla de derechos, sin embargo, el acento se pone, como ha dicho R. Sánchez Férriz, en las facultades concretas del individuo, en la subjetivación del elemento jurídico y en la capacidad procesal para proveer a su defensa. Por eso suele referirse su empleo, más comúnmente, en relación con la idea de un derecho-exigencia o prestación que los poderes públicos deben atender. Son, desde este punto de vista, dos términos distintos confluyentes sobre una misma realidad desde perspectivas complementarias. Porque la libertad es un derecho y todo derecho, a su vez, implica en su concepción y ejercicio la libertad. Por consiguiente, atendiendo a estos criterios, pudiera decirse que todas las libertades son derechos, pero no todos los derechos son libertades en el sentido más estricto de la expresión, como realidades definitorias de un ámbito del individuo exento de la posibilidad de injerencia de terceros e inmune a la coacción.

			En efecto. Los derechos fundamentales de prestación, por contraposición a las libertades, exigen del poder público no una abstención, sino una disposición activa, debiendo este desarrollar todas las actuaciones que sean precisas para lograr su plena eficacia. Así, por ejemplo, el derecho a la educación exige, entre otras cosas, la previsión y el desarrollo de unas redes de escolarización configuradas por los distintos niveles y grados educativos que ponga a disposición de los ciudadanos los suficientes medios y centros de enseñanza para que el derecho pueda hacerse realmente efectivo. El derecho a la tutela judicial exige la prestación efectiva de la justicia e implica la organización de la Administración de Justicia tanto desde una perspectiva institucional como procedimental, así como la posibilidad de todos de acceder a ella bajo un régimen de igualdad y en condiciones que garanticen su efectividad.

			Pero, si bien conceptualmente estas categorías pueden parecernos claras en principio, en la realidad no pueden disociarse rígidamente, y menos aún en la realidad constitucional del Estado social y democrático de Derecho, en el que los poderes públicos están concernidos con las tareas de promoción de los derechos y libertades, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten la efectividad y plenitud de la libertad y la igualdad de los individuos y los grupos en que se integran, así como facilitando la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social (art. 9.2 CE). Por ello, al margen de la existencia de algunos derechos de más típica pureza en uno u otro sentido, lo cierto es que de muchos de ellos puede decirse que son predominantemente derechos fundamentales o predominantemente libertades públicas, pues también estas contienen muchas veces elementos prestacionales, aunque ante ellas la actitud fundamental que deben mantener los poderes públicos sea la abstencionista. Dada la complejidad de las sociedades actuales y la estrecha relación que existe entre todos los derechos, difícilmente puede pensarse en ámbitos de la actividad humana que no requieran, además del respeto del Estado a determinadas posiciones y situaciones, una cierta actividad positiva para que los derechos y libertades sean una realidad y no una huera declaración.

			C) Clasificación de los derechos fundamentales por su garantía.—El tercer gran criterio de clasificación de los derechos y libertades fundamentales es el de su garantía. Desde este punto de vista, los derechos y libertades son clasificados por el número y grado de las garantías normativas, procedimentales, institucionales o jurisdiccionales con las que son dotados para su protección. Hay algunos derechos, como el derecho a la vida o a la libertad personal y a la seguridad, a la intimidad, etc., que son rodeados de las máximas garantías, pudiendo decirse que gozan de una protección excepcional en tanto que, además del respeto por el legislador a un contenido esencial, se disponen selectivamente respecto de ellos instituciones como el amparo (ordinario y constitucional) o la reserva a un tipo específico de ley o el sometimiento a un procedimiento específico y más agravado de reforma; otros, como el derecho de propiedad, la libertad de empresa, etc., son protegidos con garantías ciertamente fuertes (reserva de ley, necesidad de que el legislador respete también su contenido esencial…), pero que podría entenderse como nivel de protección ordinario (por carecer de algunos de los mecanismos de protección antes aludidos como excepcionales, como, por ejemplo, el amparo), y, por último, otro conjunto de «derechos», la mayor parte de aquellos de contenido social (derecho a una vivienda digna, derecho a un medio ambiente salubre, derecho a prestaciones de la seguridad social en caso de necesidad…), teniendo la estructura normativa de principios rectores o directrices constitucionales, carecerían de una protección de estas características, si bien están protegidos por la garantía general y común de cualquier norma constitucional, independientemente de los mecanismos protectores con que eventualmente puedan dotarlos las normas infraconstitucionales que los desarrollen. A veces, como ocurre en la Constitución española, este criterio es empleado incluso para ubicar «topográficamente» los derechos y libertades en el propio texto constitucional en función de la garantía prevista para cada conjunto (Sección 1.ª del Capítulo II, Sección 2.ª del Capítulo II y Capítulo III del Título I). Teniendo en cuenta la importancia de este criterio, nos referiremos a él en el siguiente epígrafe con más detenimiento, puesto que constituye una de las características más importantes de nuestra tabla de derechos.

			
2. CARACTERES GENERALES DEL RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

			
2.1. Introducción: el sentido sustancial del reconocimiento constitucional de los derechos y libertades fundamentales


			Como puede deducirse de lo anteriormente expuesto, toda Constitución normativa es, en su estructura profunda, el puente de engarce entre un sistema de valores y de principios y el despliegue técnico del ordenamiento jurídico, que viene a concretarlos en la múltiple singularidad de las situaciones vitales que disciplina. De una forma u otra la Constitución siempre incorpora, implícita o explícitamente, una filosofía social, política y, por ende, jurídica, en cuyo núcleo podemos encontrar la presencia prenormativa, legitimadora, inspiradora e irradiante de una determinada concepción de la justicia. Los derechos son expresión de la naturaleza humana y, al mismo tiempo, artificio, técnica normativa al servicio de aquella en una sociedad compleja que quiere ser comunidad de Derecho. De este modo, la técnica del Estado de Derecho de nuestros días, aquilatada y enriquecida a lo largo de los dos últimos siglos, está claramente al servicio de la persona, de una concepción «personalista» de la justicia, y por ello va dirigida a afirmar la centralidad de un fuero de la personalidad jurídica (Legaz Lacambra), edificado en torno al reconocimiento y garantía de unos derechos y libertades fundamentales como concreciones históricas de los valores máximos en una sociedad democrática, que no son otros sino la dignidad, la libertad y la igualdad de las personas. Los derechos protegen y satisfacen las necesidades más íntimas y básicas de los individuos nacidas de su libertad y dignidad, esto es, aquellas que se refieren a su vida, a su integridad y seguridad, a su identidad, a sus potencialidades de desarrollo, a su proyección social y política… Precisamente por esta razón, los derechos fundamentales legitiman en una u otra medida el poder establecido, de tal forma que el grado de su reconocimiento, respeto, protección y desarrollo se convierte en el parámetro decisivo para evaluar y justificar un concreto sistema político. En este sentido, resulta paradigmática, una vez más, la afirmación contenida en el famoso artículo 16 de la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, que plasma con términos rotundos los dos grandes y esenciales núcleos constitucionales, indisolublemente unidos: «Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no esté asegurada, ni la separación de poderes establecida, carece de Constitución».

			Éste es precisamente el punto de partida de la Constitución española de 1978, que ya en su Preámbulo manifiesta su aspiración a establecer la justicia, la libertad y la seguridad y a promover el bien de cuantos integran la Nación, así como a consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley, protegiendo a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones. Pero es específicamente la formulación del artículo 1.1, norma primera y fundamental de nuestro ordenamiento, la que condensa felizmente esta concepción al proclamar que «España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político». Los derechos fundamentales se erigen así, como dice Pérez Luño, en la principal garantía con que cuentan los ciudadanos de un Estado de Derecho de que el sistema político y jurídico en su conjunto se orientará hacia el respeto y promoción de la persona humana, bien en su estricta dimensión individual (Estado liberal de Derecho), o bien conjugando esta con la exigencia de solidaridad derivada de la dimensión colectiva de la vida humana (Estado social de Derecho).

			Como un medio más para destacar esta inspiración, nuestro constituyente se preocupó de establecer una amplia y ambiciosa Carta de derechos (denominándolos «fundamentales» por vez primera en nuestra historia constitucional), a la que asignó, además, un lugar privilegiado, el Título I, dotando a cada uno de ellos con unos mecanismos de garantía lo suficientemente precisos como para poder afirmarlos normativa, institucional y jurisdiccionalmente frente a cualquier eventual violación. Con ello se subraya la finalidad política del Estado democrático de Derecho: garantizar y proteger su plena realización, porque los derechos y libertades fundamentales son el fundamento del ordenamiento jurídico (y expresión, en su regulación concreta, de sus valores superiores), así como del orden político y de la paz social (art. 10.1). Son muy acertados y expresivos en este sentido los términos empleados por P. Lucas Verdú, cuando subraya que el Título I, junto con el Preámbulo y el Título Preliminar, básicamente componen la «fórmula política» de nuestro ordenamiento constitucional, en cuanto que encierran las opciones básicas que son expresión de una estructura social, económica y política jurídicamente organizada en un sistema normativo al cual dotan de unidad, plenitud y coherencia.

			
2.2. Estructura del Título I

			2.2.1. Carácter cerrado o abierto del catálogo de los derechos


			Partiendo de estos presupuestos, el Título I desarrolla y particulariza en su conjunto las afirmaciones y disposiciones del Preámbulo y del Título Preliminar, sobre todo las contenidas en los artículos 1.1 y 9. En el primero, como acabamos de precisar, se formula la concepción constitutiva del Estado como social y democrático de Derecho, concepción que ha de comprender de manera integrada los elementos que la componen y de la que derivan exigencias normativas de desarrollo y protección de los derechos fundamentales básicos de libertad, de participación y de prestación que permitan convertir en realidad jurídica y fáctica lo que aquella fórmula matricialmente contiene; las mismas exigencias cabe deducir, reforzadas, del hecho de que este mismo precepto propugne como valores superiores del ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. En el segundo precepto citado están, asimismo, definidos y condensados, a partir del principio de constitucionalidad del apartado 1, los principios estructurales que hacen posible un ordenamiento que cimente el constituido Estado social de Derecho: el relativo a la función promocional de los poderes públicos (apdo. 2), y los principios de legalidad, jerarquía normativa, publicidad de las normas, irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, de seguridad jurídica, y de responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (apdo. 3).

			El Título I es, ciertamente, muy extenso (consta de cuarenta y seis preceptos) y también muy complejo en su organización. Esta extensión y su correlativa complejidad pueden hacer pensar que la Constitución española establece una lista exhaustiva o casi exhaustiva de derechos, siguiendo la tendencia, ya plasmada en la evolución de las Declaraciones, de procurar concretarlos al máximo para eliminar en lo posible la abstracción de su formulación y ganar en seguridad y precisión a la hora de aplicarlos, facilitando su realización. En este sentido, el constituyente español se preocupó por aquilatar y racionalizar la experiencia de las constituciones europeas de posguerra, recibiendo abiertamente influencias de la Constitución italiana, de la Ley Fundamental de Bonn y de la Constitución portuguesa.

			Sin embargo, no cabe desconocer, como contrapartida, que la inclusión de una lista cerrada de derechos puede acarrear ciertas dificultades por la petrificación constitucional que en esta cuestión central se produciría. La experiencia constitucional comparada arroja el balance de un prolongado y sostenido enriquecimiento de los derechos fundamentales, tanto en lo que se refiere a su número como en el nuevo descubrimiento de matices y consecuencias en los ya existentes, antes imprevisibles, debido a la variable y progresiva complejidad de las sociedades actuales y al cada vez más acelerado desarrollo tecnológico y científico. No en vano se identifican ya por los estudiosos hasta cuatro generaciones de derechos. Los de la primera generación serían aquellos que identificamos como libertades clásicas y básicas de carácter individual: libertades religiosa y de creencias, de expresión, de circulación, derechos de propiedad, a la seguridad personal, etc.; los de la segunda atienden a aquellos derechos y libertades de carácter colectivo que hacen posible la interacción de los individuos y de los grupos con y en el seno de las sociedades complejas: derechos de reunión y asociación, derechos de participación, etc.; los de la tercera son los que genéricamente calificamos de económicos, sociales y culturales: derechos a la salud, al trabajo, a la educación, al ocio, a la constitución y desarrollo de una vida familiar normal, a una vivienda digna, etc.; finalmente, como derechos de la cuarta generación apuntan otros que están ligados al progreso tecnológico y científico, como es el caso de la protección personal frente a la manipulación de datos informáticos o los derechos relacionados con la biomedicina. Puede concluirse así, desde esta perspectiva, que está en la naturaleza de los derechos, en cuanto realidades históricas, encontrarse permanentemente in fieri, prendidos de las exigencias morales de la sociedad de cada tiempo y sujetos a la mayor o menor sensibilidad que los legisladores tengan respecto a los problemas básicos de la convivencia humana.

			Nuestra Carta de derechos es, en la actualidad, ciertamente rica y variada, en tanto que reconoce y protege el conjunto de los derechos de las tres primeras generaciones mencionadas y apunta también rasgos protectores de los de la cuarta, mientras que otras constituciones, como, por ejemplo, la alemana, se concentran en general en el reconocimiento y garantía de los derechos y libertades de la primera y segunda generación. Pero, a pesar de su carácter avanzado en esta materia, cabe que con el tiempo se le escapen pretensiones jurídicas fundamentales o prestaciones necesarias si se considera que la enumeración contenida en su catálogo es cerrada. Quizás hubiese sido por ello más acertado, como apunta parte de la doctrina, que el constituyente español hubiera tenido la precaución de disponer un numerus apertus de derechos y libertades para poder incluir los nuevos que aparecieran necesarios como resultado de la evolución social, sin necesidad de seguir el lento y gravoso camino de la reforma constitucional; reforma que, como se sabe, alcanza en nuestra norma constitucional una gran rigidez, especialmente respecto a los preceptos de la Sección 1.ª del Capítulo II del Título I, entre otros (art. 168). A estos efectos se aduce que bien hubiera podido inspirarse, por ejemplo, en la Enmienda 9 de la Constitución americana de 1787 («Aunque la Constitución enumere ciertos derechos, no ha de entenderse que niega o menosprecia otros que conserva el pueblo»), o en nuestro precedente del artículo 29 de la Constitución de 1869 («La enumeración de los derechos consignados en este título no implica la prohibición de cualquier otro no consignado expresamente»), o, en fin, en el artículo 16.1 de la Constitución portuguesa («Los derechos fundamentales consagrados en la Constitución no excluyen cualesquiera otros que resulten de las leyes y de las normas aplicables de Derecho internacional»).

			Es innegable que en la Constitución española existe una vocación de plenitud en la formulación constitucional de los derechos y libertades fundamentales porque, como dice Pérez Luño, su estatuto se presenta como un sistema pleno, en tanto que pretende dar respuesta a todas las exigencias o necesidades básicas, tanto personales como colectivas, en esta coyuntura histórica. Con esta Declaración de derechos completa, solemne y expresa, se persigue en definitiva, por decirlo con palabras de García de Enterría, asegurar el papel central del ciudadano en el sistema político con el triple objetivo de respetar su esfera privada, reconocer su determinante participación en la formación de la voluntad estatal y organizar un sistema de prestaciones positivas. Precisamente por esta vocación de plenitud, manifestada en términos generales en el artículo 10.1, algunos estudiosos estiman, siguiendo en este punto a la doctrina alemana, que en esta cláusula que encabeza el Título I se contiene, como revela una interpretación sistemática, la puerta abierta a la recepción de derechos fundamentales no formulados de manera expresa en el texto de la Constitución, permitiendo así la evolución y adaptación del sistema de derechos a las necesidades de los nuevos tiempos. Dispone este precepto, con claros ecos del artículo 1 de la Ley Fundamental de Bonn, que «la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social». Evidentemente, son muchos los desarrollos que este precepto sugiere, pero, a los efectos que ahora interesan, la cuestión es si el concepto jurídico indeterminado «dignidad de la persona» autorizaría una interpretación que permitiera considerar implícita una constitucionalización in toto, genérica, de los derechos presentes o futuros que sean inherentes a la dignidad humana y al libre desarrollo de la personalidad (Álvarez Conde), lo cual remite a un difícil cometido de la jurisdicción constitucional, la concreción de estos derechos fundamentales «implícitos», ya que necesariamente aquella tendría que realizar interpretaciones constructivas, siempre difíciles de distinguir de un inadmisible libre creacionismo judicial. No es extraño por ello que el Tribunal Constitucional español, ateniéndose a un ejercicio riguroso de self-restraint judicial, se muestre a este respecto extremadamente cauteloso y apegado a la letra de la Constitución, contrariamente a lo que sucede con otros jueces constitucionales, como el alemán o el suizo.

			En cualquier caso, la vocación de plenitud que late en el sistema constitucional de los derechos coexiste con una permanente tensión con sus posibilidades de apertura. Es imposible desconocer la existencia de importantes vías de apertura, como son las que suponen la antes referida cláusula del apartado 2 del artículo 10, determinados desarrollos del legislador y, sobre todo, la interpretación constitucional, que ha de efectuarse especialmente a la luz de lo dispuesto también en el apartado 1 del artículo 10, donde se constitucionalizan los fundamentos de los derechos y su posición nuclear correspondiente a su naturaleza, tanto desde una perspectiva subjetiva como objetiva. De esta manera, en nuestro sistema pueden alcanzarse (y de hecho se han alcanzado en determinados supuestos, como ha acontecido en Italia y Alemania) resultados similares a los de otros sistemas democráticos que han previsto cláusulas explícitas de apertura respecto de la protección de derechos no enumerados formalmente en la correspondiente Carta (Estados Unidos, Portugal, Argentina…).

			Así, la cláusula del apartado 2 del artículo 10 ha tenido como proyección más destacable la incorporación de la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos a la hora de la delimitación del contenido de los derechos (por ejemplo, y entre otras, SSTC 36/1984, 114/1984, 123/1997, 58/1998, 49/1999 y 147/1999). Y, aunque con otras referencias y fundamentos, también cabe anotar el hecho de que el Tribunal Constitucional se haya venido refiriendo cada vez más en su interpretación al Derecho comunitario europeo y a la doctrina del Tribunal de Justicia de las Comunidades, ahora de la Unión Europea.

			Por otra parte, los desarrollos del legislador, en su labor de configuración de los derechos constitucionalmente prefigurados, en ocasiones llevan a regular derechos o, más bien, facultades básicas integrantes de un concreto derecho fundamental que de tal modo las normas infraconstitucionales crean y que pueden ser alteradas o suprimidas, porque no afectan al contenido esencial del derecho si bien su vulneración sí ha de ser entendida como vulneración del propio derecho fundamental (según la doctrina, entre otras, de las SSTC 39/1986, 184/1987, 104/1987, 9/1987, 9/1998 y 51/1988; así, por ejemplo, el reconocimiento legal a los sindicatos de la facultad de presentar candidaturas y de la promoción de estas, en su caso, que pese a derivar de un reconocimiento legal, son facultades que se integran en la libertad sindical, tanto en su aspecto colectivo como en su aspecto individual).

			La interpretación del Tribunal Constitucional, de otro lado, en la sistemática materialmente resultante de los contenidos del texto constitucional referentes a derechos fundamentales, ha dado como frutos el reconocimiento específico de derechos incorporados a nuestro ordenamiento, aunque no estén contemplados nominativamente en la Ley de leyes. Estos son los casos del derecho de rectificación (SSTC 35/1983, 168/1986 y 40/1992), regulado por la LO 2/1984, de 26 de marzo; la integración del principio non bis in idem en el derecho fundamental al principio de legalidad en materia penal y sancionadora reconocido y garantizado por el artículo 25.1 CE y las concretas garantías en él cobijadas (por todas, SSTC 2/1981, 66/1986, 154/1990, 204/1996 y 2/2003); la primeramente llamada «libertad informática» y posteriormente derecho a la protección de datos de carácter personal a partir de lo dispuesto en el artículo 18.4 CE en su relación con los tratados y convenios internacionales en la materia ratificados por España (por todas, SSTC 254/1993, 143/1994, 11/1998, 202/1999 y 292/2000), y el derecho de establecer el «ideario» o «carácter propio» del centro como exigencia del pluralismo externo en materia educativa como parte de la libertad de creación de centros reconocida por el apartado 6 del artículo 27 CE tanto a las personas físicas como jurídicas (contemplado por la legislación orgánica, primero con el calificativo de «ideario» —LOECE— y después con el de «carácter propio» —LODE—, y ratificado por la doctrina constitucional desde la Sentencia 5/1981).

			2.2.2. Estructura formal del Título I


			El Título I («De los derechos y deberes fundamentales») sistematiza los derechos, con las salvedades que oportunamente mencionaremos, con la siguiente organización:

			a) Lo encabeza el artículo 10, que en su número 1 expresa la fundamentación, impregnada de iusnaturalismo, de los derechos (que son inherentes a la persona e inviolables, por ser expresión de su dignidad) y contiene la ya aludida vocación de plenitud interpretada por parte de la doctrina como cláusula de apertura a nuevos derechos, incorporando, además, una clara sanción constitucional de la dimensión institucional y objetiva de los derechos fundamentales al considerarlos «fundamento del orden político y de la paz social». Por su parte, el número 2 establece la también mencionada cláusula de alcance general, de especialísima significación: la necesidad de interpretar las normas a ellos referidas de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los acuerdos y tratados internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

			b) El Capítulo I (arts. 11 a 13) está dedicado a delimitar el estatuto de los españoles y de los extranjeros, regulándose en el primero la nacionalidad, en el segundo la mayoría de edad de los españoles y en el tercero los derechos de los extranjeros en España. Aunque este Capítulo se aparta algo del enunciado general, se refieren a derechos o garantías los artículos 11.2 («Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad»), 13.1 («Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley»), 13.2 («Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo o pasivo en las elecciones municipales»), 13.4 («La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España») y, finalmente, el 13.3, que sujeta la posibilidad de extradición al cumplimiento de determinadas garantías.

			c) El Capítulo II («Derechos y libertades») se abre con el artículo 14, que establece la igualdad de los españoles en y ante la ley, verdadero fundamento del Estado democrático como concreción fundamental y primera de la libertad y dignidad humanas. En este sentido, es condición general sobre la que se cimenta la posibilidad misma del ejercicio y disfrute de todos los demás derechos, por lo que no tiene nada de extraño que formalmente presida la concepción constitucional de los derechos fundamentales. Del mismo modo se mencionan las circunstancias y condiciones personales y sociales que son especialmente sospechosas de discriminación, por lo que ninguna diferenciación fundada en ellas que no venga amparada por una justificación constitucional podrá prevalecer en ningún caso.

			Este Capítulo establece a continuación una subdivisión entre la Sección 1.ª, que trata «De los derechos fundamentales y de las libertades públicas», y la Sección 2.ª, denominada «De los derechos y deberes de los ciudadanos». La 1.ª comprende los artículos 15 a 29, y la 2.ª los artículos 30 a 38. Tal división es, como veremos, verdaderamente importante en lo que se refiere al distinto nivel de protección que alcanzan los derechos según se encuentren regulados en una o en otra, a la luz de lo dispuesto en el artículo 53.

			d) El Capítulo III se refiere a un bloque sustancial de derechos denominados por la doctrina «económicos, sociales y culturales», aunque el rótulo que lo encabeza recoge la expresión «De los principios rectores de la política social y económica», más adecuada a su auténtica naturaleza, como se comprobará. Al ser estos principios normas para dirigir la acción de los poderes públicos y, por tanto, deberes del Estado, son en cierto modo correlativamente derechos de los ciudadanos que se concretarán en cada caso mediante su desarrollo legal.

			e) El Capítulo IV (arts. 53 y 54) está dedicado a las garantías normativas, institucionales y jurisdiccionales de las libertades y de los derechos fundamentales, convirtiéndose por ello en la verdadera clave de bóveda de todo el sistema, porque un derecho vale lo que vale su garantía, hasta el punto de que en un avanzado Estado democrático de Derecho esta importa más que los propios reconocimientos explícitos que de aquellos se hacen. Por último, el artículo 55 tiene por objeto la regulación constitucional de los diferentes supuestos y condiciones en los que es posible la suspensión de algunos derechos y libertades o, más propiamente hablando, de sus garantías, en atención al principio salus publica, suprema lex (supuestos de suspensión general en los estados de excepción y de sitio, y de suspensión individual en relación con la actuación de bandas armadas o elementos terroristas).

			2.2.3. El criterio de clasificación de los derechos empleado por la Constitución. Los diferentes niveles de protección


			Este rápido examen de la estructura formal del Título I y de sus contenidos generales sugiere a primera vista una sistemática de clasificación coherente, realizada con un criterio material. Parece, en efecto, que nuestro constituyente se hubiera inspirado en la clásica división entre derechos personales, civiles y políticos, por un lado (los derechos y libertades del Capítulo II), y derechos sociales, económicos y culturales, por otro (los denominados «principios rectores de la política social y económica» del Capítulo III).

			Sin embargo, esta impresión es solo aparente. En primer lugar, porque por razón de la materia son muchos los derechos que de seguir el criterio antes apuntado no están ubicados donde debieran. El artículo 27 es un buen ejemplo de ello. En él se regulan, junto a derechos y libertades clásicas (civiles y personales), otros que pertenecen a la esfera de los denominados «económicos, sociales y culturales». Así, en el apartado 1 se reconoce la libertad de enseñanza, en el apartado 6 la libertad de creación de centros docentes, etc., mientras que también en el 1, primer inciso, y en el 5 se establece la garantía del derecho de todos a la educación, y en el 4 el deber constitucional de la obligatoriedad de la enseñanza básica. Algo parecido ocurre con relación a los deberes, pues en la Sección 2.ª del Capítulo II, que trata de los derechos y deberes de los ciudadanos, son muchos los deberes que no se recogen en ella y que aparecen en otras partes del articulado constitucional. Así, por ejemplo, el deber de los españoles de conocer el castellano (art. 3.1), el deber de todos a conservar el medio ambiente (art. 45.1), o el deber de asistencia de los padres para con sus hijos (art. 39.3). En segundo lugar, porque, si observamos más atentamente, inmediatamente descubrimos que, a pesar de existir una indudable concordancia material en los apartados de la clasificación, lo decisivo para el constituyente a la hora de realizarla fue el sistema de protección con el cual quiso dotar a los diferentes derechos.

			El artículo 53 se convierte así, en efecto, en la pieza clave de la arquitectura constitucional del sistema de derechos fundamentales. Sin perjuicio de que más adelante examinemos este tema con mayor detenimiento, avancemos ahora que, a tenor de lo dispuesto en este precepto, los derechos fundamentales aparecen clasificados o catalogados en la Constitución según la amplitud de los medios con los que son protegidos. Podemos distinguir de esta forma: a) el artículo 53.1 generaliza respecto a todos los derechos comprendidos en el Capítulo II la vinculación a ellos de todos los poderes públicos, la reserva de ley y el límite del legislador al respeto a su contenido esencial a la hora de desarrollar el estatuto de cada uno de ellos, y el artículo 53.3, a contrario, dispone también para todo este conjunto de derechos la tutela judicial. Esto es precisamente lo que convierte a las normas que los reconocen en normas susceptibles de aplicación directa y eficacia inmediata, diferenciándolos claramente de los contenidos en el Capítulo III, que están necesitados para la concreción de las garantías en su aplicación de la correspondiente legislación de desarrollo; b) dentro de este conjunto de derechos, los de la Sección 1.ª (esto es, los comprendidos entre los arts. 15 y 29) y el principio de igualdad del artículo 14 gozan de un plus de protección porque están garantizados ante los tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, mediante el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional; recurso que es también aplicable a la objeción de conciencia del artículo 30.2; c) los derechos formulados en el Capítulo III, finalmente, informarán la práctica judicial y solo podrán ser invocados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

			Por otro lado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 81.1, la reserva de ley prevista para los derechos y libertades comprendidos entre los artículos 15 y 29 (solo de ellos según la interpretación doctrinal y jurisprudencial de este precepto) es reserva específica de ley orgánica. En el mismo orden de consideraciones, este grupo de derechos recibe una garantía procedimental mayor en orden a la estabilidad en su regulación constitucional al establecerse una especialísima rigidez para su eventual reforma, según se desprende de lo dispuesto en el artículo 168 de la Constitución. Repárese, finalmente, en que todos los derechos del Título I, en tanto que están contenidos en normas constitucionales, si bien cada uno tiene su particular estructura normativa, resultan protegidos ordinariamente frente al legislador por el recurso de inconstitucionalidad o, en su caso, por la cuestión de inconstitucionalidad [arts. 161.1.a) y 163 CE].

			En definitiva, como hemos podido observar, no es un criterio material el que se ha seguido de modo prioritario para la clasificación de los derechos, sino un criterio material combinado con el formal de su ubicación para el establecimiento de un determinado nivel de protección.

			Esta apreciación no debe hacernos olvidar que la conexión, indivisibilidad e interdependencia entre los derechos civiles y políticos y los llamados sociales y culturales es una indiscutible realidad, por más que un positivismo jurídico estrecho venga manteniendo su separación contra viento y marea, como si fueran compartimentos estancos por naturaleza, pretendiéndose de esta manera justificar un menor nivel de protección a los derechos sociales, colocándolos en una posición de notoria debilidad que incluso llega a debilitar también al conjunto de los derechos y al sistema democrático. Esta interdependencia proviene precisamente del reconocimiento de la intrínseca e igual dignidad de la persona y de la unidad sistémica que forman los derechos para su realización en el marco de los principios y valores constitucionales. En este sentido material, entendemos que todos ellos forman parte de la «fundamentalidad» del Estado constitucional de Derecho. Los derechos sociales son parte integrante de un auténtico Estado constitucional de Derecho en tanto que mantienen, como subraya Peter Häberle, una relación umbilical con la dignidad de la persona y la democracia. Desde el primer tercio del siglo xx, progresivamente, aprecia, «el Estado de Derecho se ha desarrollado, en orden al servicio a la dignidad, hacia el Estado social de Derecho». La dignidad de la persona no es solo un criterio de acción, sino un elemento constitutivo y, por tanto, de interpretación de la realidad y del ordenamiento jurídico. En este contexto, «tal vínculo entre dignidad, democracia y derechos sociales, muestra en cierto sentido cómo todos los derechos fundamentales son también derechos sociales, porque siempre tienen una dimensión comunitaria […y…] todos son, en mayor o menor medida, susceptibles de concretización a través de medios estatales» (Sarlet). Desde esta perspectiva, la realización de los derechos sociales básicos como derechos humanos y fundamentales, en tanto que derechos de igualdad, justicia y solidaridad, es la gran tarea actual y futura de la política democrática, que necesita operar sin reservas en esta dirección sobre el complejo entramado de condiciones económicas, sociales y culturales que permitan ir deshaciendo la desigualdad estructural en la que estamos inmersos. Los derechos sociales, constituyen una especie de «patrimonio común» del derecho internacional de los derechos humanos y del constitucionalismo contemporáneo (Sarlet) y la normatividad que contienen tiene que ser la palanca en la que apoyarse para corregir las injusticias de la pobreza, las vulnerabilidades y la exclusión social, la desigualdad en todas sus formas y, en definitiva, las vulneraciones y desconocimientos de la igual dignidad de las personas. Avanzar en la consagración de la fundamentalidad de los derechos sociales y, por tanto, en su vinculación para los poderes públicos, especialmente el legislador, y en su justiciabilidad a disposición de las personas, es una pieza fundamental en este camino. Aunque las normas que los consagren tengan necesariamente que presuponer un alto grado de libertad de configuración del legislador (como por otra parte ocurre con muchos de los derechos civiles y políticos), y estén condicionados en su realización a la situación de la economía, esa libertad de configuración afectaría al cómo y al cuánto en proporción a la situación, pero no al qué haya de protegerse, esto es, no al contenido sustancial o mínimo necesario, de tal manera que los intereses sociales protegidos con el enunciado del derecho no se vean defraudados. Como señalara ya hace un cuarto de siglo Gomes Canotilho, no podemos considerar como un simple «aleluya jurídico»… el hecho de que las Constituciones (como la portuguesa de 1976 y la española de 1978) consideren ciertas posiciones jurídicas de tal modo fundamentales y que su garantía o no garantía, sin embargo, «pueda ser dejada a los criterios (incluso al arbitrio) de simples mayorías parlamentarias».

			En tercer lugar, aunque la mayor parte de los derechos fundamentales estén recogidos y regulados en el Título I, no cabe desconocer la existencia de otros derechos diseminados por el texto constitucional y fuera, en consecuencia, de la particular Carta de derechos de nuestra ley de leyes. Así, por ejemplo, el derecho a la indemnización por errores judiciales (art. 121), el derecho al ejercicio de la iniciativa legislativa popular (art. 87.3), el derecho a participar en la Administración de Justicia a través de la institución del Jurado (art. 125), el derecho a la audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas en la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten [art.105.a)], la participación en la empresa y el acceso de los trabajadores a la propiedad de los medios de producción (art. 129), etc. Estos derechos constitucionales «dispersos» autónomamente reconocidos (exceptuando aquellos casos en que estén directa e indisolublemente conectados a algún derecho de la Sección 1.ª del Capítulo II, como es, por ejemplo, el caso de la iniciativa legislativa popular como manifestación del derecho a participar directamente en los asuntos públicos del art. 23.1) están obviamente protegidos por la garantía general y común que supone el principio de vinculación o de constitucionalidad, según el cual «los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico» (art. 9.1) y, en consecuencia, resultan protegidos, lógicamente, por el recurso de inconstitucionalidad y la cuestión de inconstitucionalidad [arts. 161.1.a) y 163], pero no por el amparo, ni en vía ordinaria ni constitucional.

			2.2.4. La ubicación de los derechos y libertades fundamentales en las dos Secciones del Capítulo II del Título I y el criterio de la «fundamentalidad»


			A) El sentido de la clasificación constitucional de los derechos fundamentales

			Como puede apreciarse, la sistemática formalmente empleada por la Constitución en las rúbricas que utiliza para agrupar los preceptos referidos a los derechos no es muy sistemática ni del todo coherente. Tanto el encabezamiento general del Título I («De los derechos fundamentales y de las libertades públicas») como el del Capítulo IV («De las garantías de las libertades y derechos fundamentales») tienen un significado de amplia y genérica referencia al conjunto del sistema constitucional de los derechos. La rúbrica de la Sección 1.ª del Capítulo II («De los derechos fundamentales y de las libertades públicas»), contrasta con la de la Sección 2.ª («De los derechos y deberes de los ciudadanos»), donde ya no figura la mención explícita a «fundamentales». La misma indeterminada (en principio) referencia puede apreciarse en algunas menciones remisorias que en otros preceptos constitucionales se realizan a los derechos y libertades fundamentales. Así, en el artículo 10.2 («Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España»); en el artículo 27.2 («La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto […] a los derechos y libertades fundamentales»), y en el artículo 94.1 («La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales en los siguientes casos: […] c) Tratados o convenios que afecten a los derechos y deberes fundamentales establecidos en el Título I»). Por otro lado, en el artículo 25.2 encontramos una referencia que cabría calificar de intermedia, porque se refiere a todos los derechos del Capítulo II («El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo»). Otra referencia fundamental, por último, la encontramos en el artículo 81.1, al establecer las materias que quedan reservadas a la ley orgánica («Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas […]»).

			La búsqueda en los debates constituyentes de criterios que ayuden a la interpretación susceptible de encontrar un orden de principio en este complejo conjunto de denominaciones y referencias es una operación poco productiva, porque los cambios fueron muchos y no menos complejos que los enunciados finalmente constitucionalizados; lo cual conduce a considerar que el constituyente no dispuso de un verdadero sistema como proyecto acabado, sino que, como no podía ser de otra manera, trabajó introduciendo mandatos y especificando efectos de manera compleja y singular a impulsos del consenso posible, más preocupado por la regla en cada momento debatida que por la plenitud de coherencia del conjunto resultante. Por ello, la elaboración del sistema es sin duda, ineludiblemente, tarea interpretativa y doctrinal a posteriori. En este sentido, G. Peces-Barba, desde su privilegiada posición de ponente constitucional, dejó dicho, refiriéndose a la denominación diversa de las dos Secciones del Capítulo II, que esta «puede inducir a confusión [ya que] son semánticamente irrelevantes a la hora de analizar los contenidos de cada uno de ellos y es mejor abandonarla». En definitiva, cabe extraer la conclusión de que no es posible encontrar un significado unívoco y conciso de la expresión «derechos fundamentales» por contraste con otros derechos que, aun siendo constitucionales, no participarían de la tan preciada característica de la «fundamentalidad». Es decir, la Constitución es, a estos efectos, «ambigua» o, dicho con mayor propiedad, «anfibológica» (en expresión de Cruz Villalón), en tanto que sus referencias son unas veces generales al Título I, y otras específicas a un bloque de preceptos singularizados por su ubicación en el texto constitucional.

			Ahora bien, es patente que el texto constitucional otorga una posición muy cualificada a los derechos comprendidos en la Sección 1.ª del Capítulo II, porque en ella se encuentran, en su mayor número, los más significados, básicos y «clásicos» derechos fundamentales. Respecto de ellos la Constitución dispone su amparo judicial y constitucional y establece el procedimiento agravado para su reforma y, tras interpretación precisa y acertada, según juicio mayoritario de la doctrina, del Tribunal Constitucional desde la STC 51/1981, de 13 de febrero, también a ellos, y solo a ellos, está referida la reserva de ley orgánica contenida en el artículo 81.1. ¿Hemos de concluir entonces que es este conjunto, en atención a estas garantías reforzadas, el que ha de ser bautizado en exclusiva con la denominación de «derechos fundamentales», para distinguirlos de los demás derechos constitucionales? En definitiva, ¿es esta cualificación garantista, este plus o refuerzo, la sustancia de la fundamentalidad?

			Nuestra opinión es negativa. Creemos que esta nota lo singulariza solo en lo que a su grado o nivel de protección se refiere, no en cuanto a su carácter de basamento o fundamento de nuestro orden político y convivencial. «Los derechos fundamentales —ha escrito J. J. Solozábal— se protegen por su importancia, pero, obviamente, no deben su importancia a su protección». Por otra parte, siendo hasta cierto punto variadas las posiciones doctrinales, así como «anfibológica» la posición del Tribunal Constitucional, la tesis que cobra más fortaleza (tesis mantenida, entre otros, por Rubio Llorente, Cruz Villalón, Cossío, etc., hoy mayoritaria en la doctrina) desde el punto de vista técnico-jurídico es la que considera derechos fundamentales a todos aquellos contenidos en el Capítulo II del Título I (arts. 14 a 38), y no solo a los de la Sección 1.ª, tanto por razones de contenido como por su «fuerza» o virtualidad jurídica.

			Desde el primer punto de vista, porque ese conjunto, siendo aquel que es considerado como fundamental en la conciencia y en la cultura del Estado constitucional español, coincide con el contenido estándar ideal con el que opera el Tribunal de Luxemburgo, constituyendo, en expresión de Cruz Villalón, «el bagaje de derechos necesarios para salir al exterior». En efecto, ese conjunto, básicamente también el mismo contenido en el Convenio Europeo de Protección de los Derechos Fundamentales y las Libertades Públicas, es expresión de la conciencia comúnmente compartida en Europa del concepto de derecho fundamental y de su garantía. Desde el segundo punto de vista (y este es el argumento que nos parece decisivo desde una perspectiva normativa), porque solo con relación a este conjunto de derechos el artículo 53.1 generaliza el respeto a su contenido esencial y el 53.3, a contrario, dispone la tutela judicial, elementos ambos para obtener una eficacia jurídica calificable, por su carácter único y especial, de «fundamental». Porque esto es lo que los convierte precisamente en derechos indisponibles para el legislador y de eficacia directa e inmediata en su ejercicio por su titular, diferenciándolos especialmente de los contenidos en el Capítulo III (derechos a la cultura, al medio ambiente sano, a la salud, a una vivienda digna, etc.), necesitados de la correspondiente legislación de desarrollo, respecto de la que no opera tampoco el refuerzo de la garantía que supone el límite al legislador del respeto a su contenido esencial.

			En último extremo, es precisamente la sustracción de la libre disponibilidad del legislador consagrada en este número 1 del artículo 53 lo que, en términos técnicos, otorga a todos los derechos del Capítulo II su cualidad de derechos fundamentales, porque la Constitución, expresión normativa de la soberanía popular, impone su observancia y respeto a todos los poderes públicos, incluido el poder constituido creador de las leyes. Si los derechos fundamentales, uno a uno considerados, tienen su propio y específico «contenido esencial», cabría subrayar en atención a este fenómeno la existencia del «contenido esencial» de los derechos fundamentales en su conjunto como tal categoría (P. Cruz Villalón), que no es otro sino el especificado en estas dos vertientes, material y formal, de la que acabamos de dar cuenta. Este criterio extraíble del artículo 53 es, pues, el criterio de fundamentalidad que andábamos buscando.

			Desde esta perspectiva, la reserva de ley orgánica para los derechos de la Sección 1.ª no es un elemento constitutivo, sino adjetivo, expresando una protección reforzada (la que se deriva de este tipo normativo especial), y lo mismo puede decirse del plus protector resultante de la cláusula reforzada de reforma constitucional que para ellos se dispone (art. 168). La misma racionalidad cabe encontrar bajo la tutela ultra reforzada y específica del amparo judicial y constitucional dispuesto por el apartado 2 del artículo 53. Pensar que los derechos fundamentales serían solo los que resultan protegidos por el recurso de amparo obligaría, como dijo el magistrado Rubio Llorente en su voto particular a la STC 26/1987, «a negar la existencia de derechos fundamentales en todos aquellos sistemas jurídico-constitucionales (la mayoría de los existentes en Europa occidental, por ejemplo) en los que no existe esa vía procesal».

			En atención a lo dicho, puede sostenerse que existen dos grandes vertientes de los derechos fundamentales en nuestra Constitución: por un lado, tomando prestada la caracterización utilizada por F. Balaguer, los derechos fundamentales «propiamente dichos» (si nos atenemos al empleo más restringido de la noción en relación con la reserva de ley orgánica), esto es, aquellos «acogidos a la democracia constitucional que constituyen el núcleo esencial de la Constitución» (los especialmente protegidos en la Sección 1.ª, la igualdad, y el único de la 2.ª que es protegido por el amparo constitucional, el derecho a la objeción de conciencia) y los que están «acogidos a la democracia constitucional, pero no nucleares» (los demás del Capítulo II). Veamos ahora una somera caracterización global de estos derechos.

			B) Caracterización general de la sistemática clasificatoria, por razón de su contenido, de los derechos fundamentales en la Constitución

			Si nos centramos en los derechos fundamentales de la Sección 1.ª, puede percibirse en su desarrollo una lógica plausible y razonable desde el punto de vista de su contenido. Como ha dicho Pérez Royo, su ordenación parece responder al establecimiento de una suerte de círculos concéntricos, siendo el derecho a la vida y a la integridad física y moral el núcleo originario; le sigue un círculo integrado por los derechos de índole más personalista, como son la libertad ideológica y religiosa (art. 16), los de libertad y seguridad (art. 17), los derechos al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, la inviolabilidad del domicilio y el secreto de las comunicaciones (art. 18) y las libertades de residencia y circulación (art. 19). Un segundo círculo lo integran derechos de naturaleza convivencial y «pre-política», como son la libertad de expresión y las libertades en el ámbito de la comunicación (art. 20), el derecho de reunión (art. 21) y el derecho de asociación (art. 22), que están directamente conectados también a los derechos integrantes del siguiente círculo, los de naturaleza política. En este apartado podemos incluir los derechos de participación política directa o por medio de representantes, así como el derecho de acceso a los cargos y funciones públicas (art. 23), los derechos relacionados con el Poder Judicial y el acceso a la justicia (arts. 24 a 26), quedando relativamente descolgado de esta ordenación el derecho de petición del artículo 29. Finalmente, el cuarto círculo contiene derechos de naturaleza social: así, el derecho a la educación y las libertades en la enseñanza (art. 27) y los derechos de sindicación y de huelga (art. 28).

			Por lo que se refiere a la Sección 2.ª del Capítulo II, se reconocen en ella derechos fundamentales y se establecen, asimismo, deberes (el deber de contribuir al sostenimiento de las cargas públicas de acuerdo con la capacidad económica de cada cual: art. 31.1), y derechos que también tienen una faceta de deber, como es el caso del derecho-deber de defender a España (art. 30.1). En definitiva, los dos primeros artículos de esta Sección (arts. 30 y 31) están dirigidos, fundamentalmente, a establecer deberes, si bien, al hilo de las referencias a las obligaciones militares que deberá fijar el legislador y en relación con el servicio militar obligatorio, el artículo 30.2 prevé la regulación de la objeción de conciencia con todas las garantías. En el artículo 32 se recoge el derecho al matrimonio, acabando con la desigualdad jurídica en su seno entre el hombre y la mujer. Los artículos 33, 34 y 38 definen un importante círculo relativo a la Constitución económica: el artículo 33 reconoce y protege los derechos de propiedad, delimitado por su función social, y a la herencia, así como las garantías frente al procedimiento de expropiación forzosa, y el artículo 34 el derecho de fundación para fines de interés general. Por su parte, el artículo 38 reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Otro círculo de esta Sección es el constituido por derechos referidos al ámbito laboral, como son los del artículo 35, que reconoce el derecho al trabajo y la libertad de elección de profesión u oficio, y los del artículo 37, referidos al derecho a la negociación colectiva laboral entre trabajadores y empresarios y el derecho a adoptar medidas de conflicto colectivo entre ellos. Por último, queda relativamente descolgado el artículo 36, que se refiere a la regulación de las peculiaridades propias de los Colegios Profesionales, lo que presenta gran relación y una importante fuente de problemas en su coordinación con el respeto al derecho de asociación en su faceta negativa de decidir libremente no asociarse.

			2.2.5. Otros aspectos y problemas relacionados con el sistema de reconocimiento y protección de los derechos y libertades fundamentales en la Constitución de 1978


			Los problemas sobre la delimitación de los derechos fundamentales en la Constitución de 1978 no se agotan con los derivados de las observaciones antes realizadas. Porque, como dice Lorenzo Martín-Retortillo, si bien la Sección 1.ª del Capítulo II, por el número y la importancia de los derechos que comprende, así como por la entidad de las garantías que los protegen, proporciona un buen núcleo aglutinador para confeccionar una lista de derechos fundamentales, ni son derechos fundamentales todo lo que en ella hay, ni en su seno tienen la fortuna de estar todos los que son. La barrera tras la que la mencionada Sección se atrinchera, no puede ser entendida de una manera excesivamente rígida. No es posible de manera racionalista establecer a priori, ni por interpretación, a posteriori, una cabal y perfecta simetría en un sistema de garantías. Porque, de un lado, la normación constitucional ha exigido que en esta Sección, al lado de algunos derechos fundamentales y precisamente por su conexión material con ellos, se regulen otras cosas que no son derechos: principios organizativos, deberes, normas de acción, de organización o de remisión complementarias de derechos y deberes, garantías institucionales y procesales, mandatos y prohibiciones a los poderes públicos, etc., y, de otro, porque vitalmente relacionados como están los derechos entre sí, estos generan ineludiblemente conexiones obvias entre ellos, sobre todo a partir de la entrada en juego del principio de igualdad, de tal forma que son bastantes, como dice el mencionado autor, «los puentes de conexión de la Sección 1.ª con el exterior». En este orden de consideraciones, puede decirse que otros derechos contenidos en la Sección 2.ª y aun alguno del Capítulo III, así como otros que están «dispersos» en el Texto constitucional según cada materia, son igualmente concreciones de derechos especialmente protegidos o del principio de igualdad que se hace derecho fundamental, por lo que han de gozar de su misma garantía bajo ciertas condiciones. Así, por ejemplo, la libertad de creación de partidos políticos, constitucionalizados en el artículo 6, en tanto que concreción del derecho de asociación del artículo 22; el derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica entre el hombre y la mujer (art. 32), concreción del principio de igualdad y manifestación del derecho a la intimidad del artículo 18; el derecho a la objeción de conciencia (art. 30.2), manifestación y concreción de la libertad ideológica del artículo 16, si bien este derecho presenta una muy particular y compleja problemática, a la que nos referiremos más detenidamente en su momento; el derecho al trabajo (art. 35) en algunos de sus aspectos, como la prohibición de discriminaciones laborales por razón de sexo; la igualdad de los hijos ante la ley con independencia de su filiación, y de la madre, cualquiera que sea su estado civil (art. 39.2); la protección social y jurídica de la familia (art. 39.1); el derecho a prestaciones de la seguridad social (art. 41), etc. Algunos de estos derechos del Capítulo III, como ha notado Cruz Villalón, pueden ser «fundamentalizados» en la medida en que el legislador pueda verse limitado por ellos por estar dotados de tutela judicial. A este respecto es muy ilustrativa la STC 45/1989, de 20 de febrero, FJ 7, en relación con el artículo 39.1 (protección a la familia), expresiva de las posibilidades, aunque también de las limitaciones, de esta jurisprudencia.

			
3. EFICACIA Y LÍMITES DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES FUNDAMENTALES

			
3.1. La eficacia de los derechos fundamentales


			3.1.1. La eficacia directa e inmediata de los derechos fundamentales frente a los poderes públicos


			Como no habrá pasado desapercibido, es ya mucho lo que hemos dicho acerca de la eficacia de los derechos y libertades fundamentales. Éstos constituyen derecho directamente aplicable y, por ello, vinculan, como dice el artículo 53.1, a todos los poderes públicos, lo cual no viene a ser sino una reiteración específica para el caso de los derechos de lo dispuesto con carácter general en el artículo 9.1 al establecer el principio de constitucionalidad, según el cual la Constitución (y, por ende, todas sus normas) vincula a todos, a los poderes públicos y a los ciudadanos. Al vincular a los poderes públicos, esto es, al legislador, al Poder Ejecutivo y a la jurisdicción, los derechos fundamentales son origen inmediato de derechos y obligaciones y no meros principios programáticos, no existiendo más excepciones a este principio de aplicación inmediata que las que imponga la misma Constitución expresamente, o bien las que se deduzcan ineludiblemente de la naturaleza misma de la norma, si bien es cierto que cuando el derecho es de configuración legal, es posible que el mandato constitucional no tenga, hasta que la mencionada regulación se produzca, más que un contenido mínimo, que el legislador completará y desarrollará (SSTC 15/1982 y 254/1993).

			Los derechos fundamentales son, por tanto, verdaderos derechos subjetivos que permiten a su titular su exigencia ante los tribunales frente a los poderes públicos cuando dicho derecho sea conculcado. Es decir, los derechos fundamentales desarrollan constitucionalmente frente al poder público una eficacia vinculante que tiene carácter inmediato y directo. De tal modo esto es así que, incluso en aquellos casos en los que para el ejercicio de un derecho sea necesario su desarrollo, esto es, la previa interpositio legislatoris para su plena eficacia y operatividad, no es posible entender, como ha dicho el Tribunal Constitucional, que su consecuencia sea únicamente la de establecer un mandato al legislador sin virtualidad alguna para amparar por sí mismo pretensiones individuales, de tal modo que solo sería exigible el derecho cuando se hubiere desarrollado. Por ejemplo, el estatuto del derecho a la objeción de conciencia no se concretó hasta que el legislador decidió regularlo mediante las leyes de 1984, pero esto no pudo significar que los objetores de conciencia quedaran en desamparo, esto es, que no pudieran ejercitar el derecho constitucionalmente reconocido en el artículo 30.2. Por tanto, el principio de la eficacia inmediata de tal derecho se tradujo en que ningún ciudadano que se declarara objetor podía ser obligado a ingresar en filas y cumplir el servicio militar, sino que su incorporación quedara aplazada sine die hasta que el legislador estableciera el desarrollo necesario para la plena operatividad y eficacia del derecho (STC 15/1982). De esta forma se preservaba el contenido mínimo y esencial del derecho y, con ello, su eficacia inmediata y directa (véase también, en este sentido, la STC 254/1993, en relación con el derecho a la protección de datos personales frente al uso de la informática, en tanto que el Tribunal determinó que este debía garantizarse de manera directa por su inclusión en la norma constitucional).

			Naturalmente, esta eficacia inmediata y directa, válida como principio general, ha de matizarse según la estructura de la norma concreta que regule el derecho, debiendo atenderse a circunstancias específicas de cada caso que pueden modular su eficacia: no es lo mismo que el titular sea un español que un extranjero, o que el sujeto sea una persona física o jurídica, etc. En este aspecto que estamos considerando lo único que se discute es si esta vinculación estricta de los poderes públicos a los derechos fundamentales opera también en aquellos casos en que el Estado actúa sometido al Derecho privado en relaciones de estas características. La respuesta doctrinal es mayoritariamente positiva, puesto que, como ha destacado H. P. Schneider, es difícilmente concebible y justificable una «reserva extraconstitucional» en la que el Estado pudiera librarse arbitrariamente de la vinculación a los derechos fundamentales, debido a que solo hay un poder público constituido y no puede haber ninguna «estabilidad» previa a la Constitución, en tanto que esta es el orden jurídico fundamental del Estado y de la sociedad que a sí mismo se ha dado el pueblo.

			3.1.2. La eficacia constitucional mediata de los derechos fundamentales


			La eficacia constitucional de los derechos tiene del mismo modo una proyección mediata en tanto que con su reconocimiento y protección no solo se trata de garantizar el respeto de los poderes públicos a los derechos fundamentales, sino también de funcionalizarlos al máximo, esto es, de conseguir su plena efectividad, por lo que la acción de los poderes públicos ha de estar orientada a hacerla posible. En este sentido, ha dicho el Tribunal Constitucional que «[…] de la obligación del sometimiento de todos los poderes a la Constitución no solamente se deduce la obligación negativa del Estado de no lesionar la esfera individual o institucional protegida por los derechos fundamentales, sino también la obligación positiva de contribuir a la efectividad de tales derechos, y de los valores que representan, aun cuando no exista una pretensión subjetiva por parte del ciudadano. Ello obliga especialmente al legislador, quien recibe de los derechos fundamentales los impulsos y las líneas directivas, obligación que adquiere especial relevancia allí donde un derecho o valor fundamental quedaría vacío de no establecerse los supuestos para su defensa» (STC 53/1985, FJ 4, y, en el mismo sentido, SSTC 129/1989 y 181/2000). Si ello es así es porque, en lo profundo, como venimos sosteniendo y ha caracterizado el propio Tribunal Constitucional, los derechos fundamentales son el «fruto de una obra de siglos de construcción jurídica de nuestra civilización» (STC 75/1984) y, por ello, «un elemento esencial del ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, en cuanto esta se configura como marco de una convivencia justa y pacífica» (STC 25/1981).

			3.1.3. La eficacia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares


			El hecho de que la jurisdicción, como poder público, esté vinculada por los derechos fundamentales nos pone ante la cuestión de cómo compatibilizar en el ámbito civil el principio general de autonomía de la voluntad que rige en las relaciones entre particulares con la eficacia de los derechos fundamentales en esas mismas relaciones. Hasta los más recientes desarrollos constitucionales, los derechos fundamentales solo regían en las relaciones del individuo con el Estado, pero en el Estado constitucional democrático, donde la Constitución vincula a todos, esto es, a los poderes públicos y a los ciudadanos, no es posible sostener sin más que los derechos fundamentales carezcan de eficacia frente a terceros. Y es precisamente a través del legislador y a través de la jurisdicción como esto se hace normalmente posible, pues el legislador está concernido con la regulación de las relaciones sociales conforme al respeto de los derechos fundamentales y los jueces y tribunales, en todo caso, están también obligados a respetar y a dotar de eficacia en tales relaciones a los derechos fundamentales, por los que se encuentran vinculados como poder público.

			Si los derechos fundamentales, como hemos sostenido, se constituyen como elementos esenciales del ordenamiento objetivo y no solo como derechos subjetivos de sus titulares, han de tener operatividad en el Derecho común funcionando como principios o cláusulas generales que influyen y modulan a los principios y las reglas que rigen las relaciones inter privatos y, a su vez, esos principios, lógicamente, también influyen y modulan el despliegue concreto en esas relaciones del derecho fundamental de que se trate. En este sentido se habla en la doctrina de la «eficacia mediata frente a terceros» (mittelbare Drittwirkung der Grundrechte), de «eficacia indirecta» o de «eficacia horizontal o social» de los derechos fundamentales, dirigida a preservar también en este ámbito el mínimum de libertad, de dignidad y de igualdad que podría verse perjudicado o vulnerado en tales relaciones, sobre todo en aquellas en las que actúan como sujetos de la relación grupos privados cuasi monopólicos que disponen de un gran poder económico y social.

			Ante estas situaciones es evidentemente obligación primera del legislador disciplinar normativamente estas relaciones privadas de tal modo que en ellas siempre se vean preservados y garantizados los derechos fundamentales. Pero si pese a ello no ocurre así, o solo ocurre de una manera imperfecta, es entonces cuando ha de entrar en juego la doctrina de la eficacia social u horizontal de los derechos fundamentales para hacer real y efectivo el sistema axiológico que para el Estado constitucional democrático conforman los derechos fundamentales, abriendo caminos para que quienes han visto lesionados sus derechos en estas relaciones puedan obtener su tutela de los jueces y tribunales. Así, por ejemplo, en el ámbito de las relaciones laborales los derechos fundamentales se proyectan sobre ellas en la manera y con los efectos con los que el legislador las ha regulado y, en este sentido, se dispone en la legislación específica el respeto a la igualdad, la libertad ideológica y religiosa, los derechos de sindicación, de huelga, etc. No obstante, cuando una controversia concreta se plantea ante los tribunales, estos han de evitar la lesión de los derechos fundamentales decidiendo la nulidad de determinados despidos cuando estos hayan sido efectuados con violación de algún derecho fundamental, como los antes mencionados. El refuerzo de la tutela constitucional sobre los derechos fundamentales es tal que, cuando en este tipo de relaciones la lesión no es reparada por el órgano judicial, se entiende, a efectos de la apertura de la vía del recurso extraordinario de amparo, que ha sido tal órgano, como poder público, el autor de la lesión, haciendo posible también mediante este «expediente técnico» que violaciones de derechos fundamentales producidas no directamente por poderes públicos, sino por particulares, puedan ser enjuiciadas en amparo por el Tribunal Constitucional (véase, ad exemplum, SSTC 55/1983, 47/1985 y 129/1989).

			No está en contradicción con todo lo dicho en este apartado el hecho de que existan algunos derechos fundamentales cuyas garantías constitucionales, lógicamente, se prediquen también de manera específica directamente frente a particulares. Así, por ejemplo, los derechos que protegen el honor, la propia imagen y la intimidad personal y familiar (art. 18 CE). Fácilmente se comprende que las violaciones de tales derechos, aunque no en exclusiva, se producirán en condiciones normales la mayoría de las veces por particulares y no por los poderes públicos.

			En la actualidad, no obstante, está doctrinalmente en revisión esta doble concepción acerca de la eficacia de los derechos fundamentales (inmediata, frente a los poderes públicos y mediata, frente a los particulares). Tal construcción es el resultado al que la evolución jurídica ha conducido desde la concepción liberal de los derechos fundamentales como derechos públicos subjetivos. Si en el Estado liberal esto era, efectivamente así, en el Estado social y democrático de Derecho los derechos fundamentales vinculan tanto a los poderes públicos como a los ciudadanos de manera directa (unmittelbare Drittwirkung der Grundrechte), por lo cual son derechos subjetivos, pero no solo públicos, sino también privados, aunque evidentemente los poderes públicos no solo sean sujeto pasivo de estos derechos en determinadas relaciones, sino también el sujeto general obligado como referente protector del conjunto del sistema de los derechos fundamentales. Pero los derechos fundamentales también vinculan directamente a los particulares, si bien en este tipo de relaciones nos encontramos con dos sujetos titulares de derechos fundamentales que interactúan en el marco del principio de autodeterminación de su voluntad, lo cual necesariamente introduce un contexto funcional susceptible de modular el despliegue de su eficacia directa, así como los modos concretos de hacerlos efectivos mediante las normas procesales, pero sin hacer desaparecer en estas relaciones los requerimientos de la libertad y la dignidad de las personas tal como encarnan en los derechos fundamentales constitucionalmente reconocidos, constitutivos de un sistema objetivo de valores sobre el que descansa el entero ordenamiento jurídico. Esta doctrina sobre la eficacia inmediata de los derechos fundamentales también en las relaciones entre particulares puede ser mantenida en relación con lo dispuesto en nuestra Constitución, pues de los preceptos más directamente relacionados con la cuestión (arts. 1.1, 9.1, 9.2, 10.1, 53.1 y 53.2) cabría sin violencia alguna extraer tal conclusión, lo que concuerda, además, con el carácter normativo que debe predicarse de nuestra norma fundamental.

			En definitiva, la teoría de los derechos públicos subjetivos (Gerber, Jellinek) se ve hoy fuertemente contestada y matizada a partir de la realidad del Estado social y democrático de Derecho, en buena medida superador de la summa divisio Estado/sociedad, que disuelve las barreras entre lo público y lo privado, y donde la Constitución es más que normativa (P. Cruz Villalón) o normativa en estricto sentido, dado que no solo vincula a los poderes públicos, sino también a los particulares, por lo que los derechos fundamentales despliegan también su eficacia en el terreno de sus relaciones. A ello conduce la doble naturaleza, subjetiva y objetiva, de los derechos fundamentales con la que estos son concebidos en este tipo particular de Estado.

			
3.2. Los límites de los derechos y libertades fundamentales


			Si los derechos y libertades fundamentales expresan posiciones subjetivas que han sido proclamadas y protegidas al máximo nivel normativo y constituyen un orden superior de valores sobre el que se sustenta la convivencia y las relaciones entre los ciudadanos y los poderes públicos, pudiera parecer en principio una incongruencia sostener la posibilidad de su limitación. No obstante, tales posiciones subjetivas dimanantes de un orden axiológico que inspira su reconocimiento y protección se insertan en el ordenamiento jurídico, y el ordenamiento jurídico, que es uno, completo y ha de resultar coherente, despliega sus efectos anudando a ellos unas determinadas consecuencias favorables a su eficacia y plenitud. Pero en tanto que ha de hacerlo, por un lado, respecto a todas las personas o ciudadanos, según los casos, en condiciones de igualdad, y en tanto que, por otro, es precisa también la protección de otros bienes constitucionales, forzoso es concluir que ningún derecho fundamental puede tenerse por ilimitado. En efecto, como ya dijera tempranamente el Tribunal Constitucional, todo derecho tiene sus límites, que establece la misma Constitución en algunas ocasiones y que, en otras, deriva de una manera indirecta o mediata de ella, en tanto que es necesario proteger o preservar no solo otros derechos constitucionales, sino también otros bienes constitucionalmente protegidos (STC 2/1982).

			El propio artículo 10.1 de la Constitución establece en este sentido que el respeto a la ley y a los derechos de los demás son también, junto con la dignidad, los derechos fundamentales y el libre desarrollo de la personalidad, «fundamento del orden político y de la paz social». De esta manera, los derechos individuales y sus limitaciones, al insertarse en el ordenamiento, conviven en un régimen de concurrencia normativa, no de exclusión mutua, de tal forma que, como resultado de esta interacción, «la fuerza expansiva de todo derecho fundamental restringe, por su parte, el alcance de las normas limitadoras que actúan sobre el mismo; de ahí la exigencia de que los límites de los derechos fundamentales hayan de ser interpretados con criterios restrictivos y en el sentido más favorable a la eficacia y a la esencia de tales derechos» (SSTC 159/1986 y 254/1988, entre otras).

			Afirmada, pues, la posibilidad y aun la necesidad de la limitación de los derechos y libertades fundamentales, tales límites han de estar expresamente establecidos por la propia norma constitucional o estar implícitamente amparados por ella. La doctrina normalmente distingue entre límites intrínsecos y límites extrínsecos de los derechos. Los primeros son aquellos que cabe deducir directamente de la propia naturaleza y configuración del derecho en orden a la función social para la cual ha sido reconocido y garantizado. En este particular sentido, parece evidente que más que ante límites a los derechos propiamente dichos, de lo que se trata es de la propia delimitación de los mismos, esto es, de la determinación del ámbito funcional que los derechos cubren, de la identificación de las fronteras, por así decirlo, que enmarcan al derecho en cuestión (por ejemplo, la libertad de cátedra ampara a los docentes en el ejercicio de su función en el sistema educativo, pero no en relación con otras manifestaciones de su pensamiento que podrían estar amparadas por la libertad de creación científica o, simplemente, por la libertad de expresión). Por otro lado, desde una perspectiva subjetiva, también existen límites intrínsecos que derivan de la actitud del sujeto titular del derecho en su ejercicio y de la forma en que pretende realizarlo. Así, sería un límite intrínseco la necesidad de ejercitar los derechos de buena fe y sin abuso, pues estas son cláusulas generales operantes en toda relación jurídica.

			Los límites extrínsecos son aquellos que han sido establecidos por el propio ordenamiento jurídico. Muchas veces derivan de la propia Constitución de manera inmediata y expresa. En este sentido, por ejemplo, el artículo 20.4 establece el respeto al honor, a la intimidad personal y familiar, a la propia imagen y la protección de la juventud y de la infancia como límites frente a las libertades de expresión y de comunicación. Del mismo modo, el artículo 16.1 dispone como límite de la libertad ideológica y de culto el mantenimiento del orden público protegido por la ley. En el mismo orden de consideraciones, el artículo 18 determina que la comisión de un delito flagrante opera como límite frente a la inviolabilidad del domicilio.

			Pero, otras muchas veces, tales límites derivan de la Constitución de manera mediata o indirecta, si bien en todos los casos han de venir justificados por la necesidad de proteger o preservar otros bienes, valores o derechos constitucionalmente protegidos (entre otras, SSTC 11/1981, 2/1982 y 110/1984). Valgan un par de ejemplos para ilustrar esta idea: el valor y bien vida, constitucionalmente amparado en virtud de lo dispuesto específicamente —aunque no exclusivamente— en el artículo 15, puede restringir la decisión de las mujeres de abortar, para de esta manera proteger la vida humana en formación; la prevención y el castigo de los delitos como pieza esencial de la paz social y de la seguridad ciudadana puede amparar un precepto como el artículo 527.a) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que impide en determinados supuestos la modalidad de libre elección de abogado en la asistencia letrada al detenido.

			Por otra parte, y como cuestión general, partiendo del artículo 10.2 de la Constitución, hemos de atenernos, en la interpretación de los límites, a lo dispuesto en el artículo 29.2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, del siguiente tenor literal: «En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en la sociedad democrática»; del mismo modo, en el Convenio de Roma y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se prevé que el legislador puede establecer determinados límites para concretos derechos en el ejercicio de su libertad de configuración, siempre que la finalidad que persiga esté constitucionalmente justificada. Así, respecto de las libertades de expresión, el apartado 2 del artículo 10 del Convenio contempla que «el ejercicio de estas libertades, que entrañan deberes y responsabilidades, podrá ser sometido a ciertas formalidades, condiciones, restricciones o sanciones previstas por la ley, que constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la integridad territorial o la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, la protección de la reputación o de los derechos ajenos, para impedir la divulgación de informaciones confidenciales o para garantizar la autoridad y la imparcialidad del Poder Judicial», y el apartado 2 del artículo 11, relativo a las libertades de reunión y asociación, prevé la posibilidad de adoptar restricciones por medio de la ley que «constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y libertades ajenos». Diversos preceptos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos contemplan, por su parte, la moral, el orden público, la seguridad nacional en una sociedad democrática, el interés de la vida privada, la salud, los derechos y libertades fundamentales de los demás, o los intereses de la justicia, como bienes cuya protección es susceptible de amparar determinadas restricciones a concretos derechos (arts. 14.1, 18.3, 19.3 y 21).

			Precisamente por ello debemos poner particular énfasis en esta última cuestión: que también existen claros límites para la propia limitación de los derechos y libertades fundamentales. Así el respeto al contenido esencial del derecho (art. 53.1) que vincula específicamente al legislador. El problema, en este caso, consiste en la determinación de cuál sea el contenido esencial de cada derecho, cuestión que no se puede responder, obviamente, de manera general y apriorística. No obstante, partiendo de los planteamientos doctrinales, el Tribunal Constitucional ha ofrecido criterios para valorar en cada caso concreto si se ha vulnerado o no el contenido esencial del derecho (especialmente en la STC 11/1981, reiterada en este aspecto por muchas otras: 13/1984, 37/1987, 196/1987 y 112/2006, por ejemplo), como se verá más adelante al analizar esta garantía constitucional del contenido esencial. Por otra parte, el recurso al principio de proporcionalidad ha venido a completar estas orientaciones jurisprudenciales. El principio de proporcionalidad se proyecta sobre el establecimiento de limitaciones a los derechos en una triple dimensión: a) las limitaciones que se establezcan en relación con cualquier derecho no pueden obstruirlo más allá de lo razonable (STC 53/1986 y 120/1990); b) las medidas limitadoras han de ser racionales, adecuadas y razonables en orden a la consecución del fin perseguido que ha de estar constitucionalmente amparado (STC 62/1982), y c) la restricción resultante del derecho ha de ser proporcional a la situación en que se halle aquel a quien se impone, incluso en los casos en los que los sujetos titulares de los derechos en cuestión se encuentren en una situación de las llamadas de sujeción especial (SSTC 37/1989 y 120/1990).

			
4. LA INTERPRETACIÓN DE
				LOS DERECHOS  Y LIBERTADES FUNDAMENTALES

			El papel central que los derechos y libertades fundamentales ocupan en el sistema constitucional conforme a su doble naturaleza, subjetiva y objetiva, determina funcionalmente su fuerza expansiva y, por ende, la necesidad de asegurar su plena efectividad. Con esta perspectiva han de ser, pues, interpretados todos los preceptos de rango infraconstitucional que incidan en su ámbito de aplicación. Naturalmente todas las normas han de ser interpretadas a la luz de la Constitución, pero, como ha dicho el Tribunal Constitucional, especialmente aquellas que consagran derechos fundamentales, debiendo prevalecer en el caso de que se suscite duda la interpretación que dote de mayor viabilidad y vigor al derecho fundamental en cuestión (SSTC 69/1984, 1, 32 y 34/1989). Cuando se realiza por los órganos judiciales una interpretación de la legalidad que resulta contraria al principio de mayor efectividad del derecho fundamental, se vulnera la Constitución (STC 131/2017, FJ 5).

			Esta interpretación más favorable a la efectividad del derecho fundamental no puede significar, sin embargo, que se confiera constructivamente a las normas que se interpretan, so capa de funcionalizar al máximo una específica forma de entender su efectividad, un sentido y alcance que las leyes no amparan ni consienten. La interpretación más favorable al derecho fundamental exige, como dice el Tribunal Constitucional, «la existencia de alguna res dubia o de alguna variante admisible en la interpretación de los preceptos legales», ya que, en otro caso, no se estaría protegiendo el derecho, sino suplantando el papel del legislador (STC 32/1989). De todo ello se deduce, además, otro principio de interpretación de suma importancia, del que ya hemos hablado más arriba, conectado al principium libertatis: el entendimiento de que las limitaciones que el legislador establezca en relación con los derechos y libertades fundamentales requieren inexcusablemente una interpretación restrictiva.

			Por otra parte, los derechos y libertades fundamentales han de ser interpretados conforme a los elementos y criterios que surgen de los valores y principios que consagra el artículo 10.1 de la Constitución como fundamentos del orden político y de la paz social. Este precepto es el pórtico al Título I, que regula los derechos fundamentales, por lo que sienta unas normas «principiales» que son el fundamento de preceptos más concretos. Su contenido fuertemente axiológico tiene gran trascendencia, por tanto, para que sean utilizados como criterios de interpretación de otros preceptos constitucionales. Así lo ha destacado el Tribunal Constitucional, en especial en relación con la dignidad humana (SSTC 186/2000, 267/2000 y 290/2000).

			Junto a estos criterios, es preciso detenerse en la consideración más específica de otro más complejo al que la Constitución se refiere de forma expresa en el artículo 10.2: la interpretación conforme a los tratados sobre derechos humanos. En efecto, este precepto dispone que «Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España». Es bien sabido que el tenor de este precepto es el resultado del debate originado tras la presentación por Unión de Centro Democrático de una enmienda en el Senado con la pretensión de reforzar con esta remisión al Derecho internacional los perfiles constitucionales que sustentaba en relación con los derechos y libertades en materia educativa, constitucionalizados en el artículo 27. Tal vez sea por ello que la norma genera cierta perplejidad y ha abonado en buena medida la consideración de su carácter superfluo, como ha puesto de manifiesto parte de la doctrina, pues a la luz de lo dispuesto en el artículo 96.1 tales tratados, una vez publicados oficialmente en España, forman parte del ordenamiento interno. Añádase a ello que, por su propia naturaleza, estas normas internacionales suelen contener una regulación mucho más general y limitada que las contenidas en la Constitución. Esto lo explica, en primer lugar, el propio proceso de gestación de tales normas, ya que su creación y desarrollo está en las manos de los Estados nacionales soberanos al ser su consentimiento constitutivo para el reconocimiento y protección de los derechos en este nivel y obligarse en consecuencia, por lo que solo existirá acuerdo en materias que sean expresión de necesidades tenidas por muy básicas y susceptibles de ser abordadas normativamente con arreglo a un mínimum estándar comúnmente compartido. Por esta razón, los contenidos de los derechos y libertades fundamentales dispuestos por los Estados en sus textos constitucionales suelen ser más amplios, concretos y específicos que los establecidos en las normas internacionales.

			Y esto es lo que precisamente ocurre con la Constitución española, especialmente avanzada en esta materia. Obviamente el principio hermenéutico contenido en el artículo 10.2 no puede llevar al absurdo de, ateniéndose a un entendimiento equívocamente literal de sus propios términos, ser asumido en la línea de pretender una interpretación conservadora y más restrictiva de nuestra tabla de derechos. Es claro que nunca podría prosperar una tal pretensión, pues, siendo la Constitución la suprema fuente de nuestro ordenamiento jurídico, nunca un tratado o acuerdo internacional podría restringir el alcance con el que un derecho o libertad fundamental ha sido prefigurado en ella.

			En este sentido, ha dicho el Tribunal Constitucional que «la interpretación a que alude el citado artículo 10.2 del texto constitucional no convierte a tales tratados o acuerdos internacionales en canon autónomo de validez de las normas y actos de los poderes públicos desde la perspectiva de los derechos fundamentales. Si así fuera, sobraría la proclamación constitucional de tales derechos, bastando con que el constituyente hubiera efectuado una remisión a las Declaraciones internacionales […]. Por el contrario, realizada la mencionada proclamación, no puede haber duda de que la validez de las disposiciones y actos impugnados en amparo debe medirse solo por referencia a los preceptos constitucionales […], siendo los textos y acuerdos internacionales del artículo 10.2 una fuente interpretativa que contribuye a la mejor identificación del contenido de los derechos cuya tutela se pide a este Tribunal» [por todas, STC 64/1991, FJ 4.a)]. En definitiva, por la vía del artículo 10.2 no se puede dar rango constitucional a los derechos y libertades internacionalmente proclamados si no están también consagrados en nuestra Constitución (STC 36/1991, FJ 5, entre otras). Ello no obstante, tal previsión refuerza el momento interpretativo y aplicativo de las normas constitucionales que reconocen y protegen derechos mediante la apertura y el diálogo con otros ordenamientos. Como subraya Angelo Schillaci, la convergencia que se produce en este precepto entre relaciones entre ordenamientos e interpretación de los derechos fundamentales subraya la toma de conciencia sobre la progresiva interrelación entre aquellos y, particularmente, la virtualidad integrativa de la apertura de la interpretación de los derechos fundamentales a las aportaciones del derecho internacional, como reconoce, en general, la más reciente doctrina constitucional en nuestro país.

			La cuestión que estamos examinando presenta unos matices específicos en relación con el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos de 1950, pues, además de ser el más frecuentemente invocado, su naturaleza no es solo del tipo internacional, sino «constitucional», en el sentido de que los particulares no quedan fuera del sistema de control. La existencia, en su marco, del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, plantea la cuestión de la naturaleza de sus sentencias y del valor de la doctrina en ellas sentada con relación al Derecho interno. Por lo que se refiere a esta última cuestión, la doctrina entiende que en virtud de la cláusula del artículo 10.2, la Constitución hace suyo el acervo doctrinal resultante de la interpretación efectuada por el Tribunal Europeo y, así, nuestro propio Tribunal Constitucional ha declarado que tal remisión «autoriza y aun aconseja referirse, para la búsqueda de estos criterios, a la doctrina sentada por el Tribunal Europeo de los Derechos Humanos» (STC 36/1984, FJ 3, y, en general, entre muchas otras, SSTC 123/1987, 303/1993, 147/1999 y 119/2001). En relación con la primera, nuestro supremo intérprete constitucional venía manteniendo la tesis de la naturaleza declarativa de las sentencias del mencionado Tribunal Europeo, que no es una instancia superior supranacional, en el sentido técnico del término, que pueda revisar o controlar directamente las decisiones judiciales o administrativas internas, como si fuese una última y definitiva instancia en relación con la jurisdicción nacional. El Convenio no obliga, ciertamente, a dar efecto interno a sus sentencias mediante la anulación de la autoridad de cosa juzgada y de la fuerza ejecutoria de la decisión judicial nacional que dicho Tribunal estime contraria al Convenio. Lo que el Estado ha asumido es una obligación jurídica internacional que, en todo caso, obliga a reparar el daño causado en virtud de lo dispuesto en el artículo 41 del Convenio por los medios que el ordenamiento interno permita.

			Ahora bien, desde la STC 245/1991 (con un importante voto particular), el Tribunal Constitucional, teniendo en cuenta la inexistencia de cauces procesales adecuados en el Derecho interno a través de los cuales poder articular, ante el órgano del Poder Judicial, la eficacia de las resoluciones del Tribunal Europeo, matizó esta posición en el sentido de que precisamente a través del amparo constitucional por violación de derechos fundamentales es posible «una reparación perfecta de las consecuencias de la resolución o sentencia estatal». Concluyó así que, una vez «declarada por sentencia de dicho Tribunal una violación de un derecho reconocido por el Convenio Europeo que constituya, asimismo, violación actual de un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución, corresponde enjuiciarla a este Tribunal como juez supremo de la Constitución y de los derechos fundamentales, respecto de los cuales nada de lo que a ellos afecta puede resultarle ajeno. Por tanto, ha de valorarse, en el plano de nuestro Derecho interno, si existen medidas para poder corregir y reparar satisfactoriamente la violación de ese derecho fundamental, en especial cuando se trata de una violación […] que sigue siendo actual y por ello no puede ser reparada con su equivalente económico» (FJ 3; en el mismo sentido, reiterando esta doctrina, STC 197/2006, FJ 3).

			Posteriormente, un acuerdo de Pleno del Tribunal Supremo, de fecha 21 de octubre de 2014, dispuso que «en tanto no exista en el ordenamiento jurídico una expresa previsión legal para la efectividad de las sentencias dictadas por el TEDH que aprecien la violación de derechos fundamentales de un condenado por los tri-bunales españoles, el recurso de revisión del artículo 954 de la Ley de Enjuicia-miento Criminal cumple este cometido». Un año después, siguiendo esta senda para incrementar la seguridad jurídica, se modificó la LOPJ mediante la LO 7/2015, de 21 de julio, introduciendo un nuevo precepto (art. 5 bis) que prevé este cauce del recurso de revisión ante el TS contra una resolución judicial firme, con arreglo a las normas procesales de cada orden jurisdiccional, «cuando el Tribunal Europeo de Derechos Humanos haya declarado que dicha resolución ha sido dictada en violación de alguno de los derechos reconocidos en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales y sus Protocolos, siempre que la violación, por su naturaleza y gravedad, entrañe efectos que persis-tan y no puedan cesar de ningún otro modo que no sea mediante esta revisión». Como consecuencia, se reformaron también a estos efectos: la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar (art. 328.2); la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (art. 102.2); la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (art. 510.2), y la Ley de Enjuiciamiento criminal (art. 954.3) por la Ley 41/2015, de 5 de octubre.

			
5. LA TITULARIDAD Y LAS CONDICIONES CONSTITUCIONALES DE EJERCICIO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

			
5.1. Introducción


			Los derechos y libertades fundamentales reconocidos en la Constitución, así como las garantías dispuestas para su aseguramiento en los términos anteriormente analizados, no se predican por igual respecto de todas las personas que ideal o potencialmente puedan ser sus titulares, sino solo de aquellas respecto de las que la propia Constitución establece tal titularidad y en las condiciones de ejercicio reguladas en ella y en las leyes de desarrollo. Existen categóricamente situaciones en las que las personas pueden encontrarse que justifican y legitiman el hecho de que o bien no sean sujetos de determinados derechos y libertades en un concreto ordenamiento o bien que, siendo sus titulares, vean sujeto su ejercicio a determinadas condiciones, establecidas con una finalidad protectora de las mismas personas o de determinados intereses social o políticamente relevantes.

			Para dar cuenta de manera adecuada de los diferentes aspectos que van a estudiarse bajo este epígrafe, conviene traer primeramente a colación algunas nociones básicas de la teoría del Derecho. En primer lugar, recordemos que la personalidad jurídica hace referencia a la capacidad de un ente para tener derechos y contraer obligaciones. Si utilizamos la expresión «ente» es porque la personalidad no es una cualidad que se predique en exclusiva de los seres humanos, puesto que hay entidades a las que el ordenamiento jurídico también reconoce la capacidad subjetiva para ser parte en relaciones jurídicamente relevantes: las llamadas personas jurídicas. La diferencia jurídica entre ambas clases de personas radica en que mientras los seres humanos son considerados personas por el mero hecho de serlo, esto es, por haber nacido, las personas jurídicas necesitan para constituirse y ser tales cumplir una serie de requisitos establecidos a esos mismos efectos por el propio ordenamiento. Por consiguiente, desde esta perspectiva hemos de distinguir las personas físicas o naturales de las personas jurídicas y, en esa medida, hemos de ocuparnos en considerar si las personas jurídicas pueden ser titulares de derechos fundamentales y, si la respuesta es afirmativa, de qué derechos y libertades pueden serlo, en atención a su propia naturaleza y a los fines para los que fueron constituidas.

			Ahora bien, no es esta la única aclaración que hemos de hacer. Centrándonos en las personas físicas, es bien sabido que en todos los ordenamientos jurídicos cimentados ideal y estructuralmente sobre el Estado de Derecho, una vez eliminadas la esclavitud y otras formas de privación de la subjetividad jurídica (así, por ejemplo, la llamada «muerte civil» en la que se encontraba el condenado por delitos graves en Francia, abolida en 1854), todos los hombres son titulares de la «capacidad jurídica» en la que se concreta la personalidad, esto es, todas las personas tienen por principio la aptitud para ser titulares de derechos y de deberes. Pero una cosa es que se esté legitimado, en tanto que persona, para tener tal aptitud genérica, y otra cosa es que se disfrute o no en plenitud de la «capacidad de obrar», dependiendo de determinadas circunstancias personales relevantes tasadamente establecidas por el ordenamiento jurídico; así, una cuestión más específica que la capacidad jurídica es tener o no capacidad de obrar en una relación concreta, es decir, la aptitud plena para tener o ejercer los derechos y cumplir los deberes por no existir las circunstancias que legítimamente pueden interferir, restringiéndola, aquella genérica capacidad jurídica por disponerlo así la Constitución, o las leyes, en atención a la salvaguarda de otros intereses jurídicamente protegidos. Desde esta perspectiva, por tanto, es necesario distinguir, por un lado, entre las personas físicas que son titulares de todos los derechos y libertades establecidos en la Constitución, como son los ciudadanos, y aquellas otras que pueden no ser titulares de determinados derechos, como es el caso de los extranjeros, que tienen capacidad jurídica y de actuar como los ciudadanos, pero que se ven excluidos, en general, de los derechos de participación política y pueden ver modulados otros derechos, en su ejercicio, de manera diferenciada respecto a los nacionales, y, de otro lado, entre quienes gozan en plenitud de la capacidad de obrar y aquellas otras personas que han de actuar en el mundo jurídico, en determinados supuestos, a través de un intermediario obligado por tener su capacidad jurídica restringida, como es el caso de los menores de edad, los incapacitados o los inhabilitados judicialmente para el ejercicio de algún derecho.

			Los preceptos constitucionales, en su literalidad, no son por lo general semánticamente muy significativos a este respecto y, por tanto, no dejan de presentar problemas interpretativos de importancia a la hora de dilucidar la titularidad de los derechos y libertades fundamentales. Mientras algunos derechos y libertades se predican de «todos» (así, por ejemplo, el derecho a la vida, art. 15, o el derecho a la educación, art. 27), otros se refieren a «todas las personas» (por ejemplo, el derecho a la tutela judicial efectiva, art. 24), en tanto que existe otro grupo de derechos que se predican de «los españoles» (así, el derecho a la igualdad ante la ley, art. 14, o la libertad de residencia y circulación por el territorio nacional, art. 19), y otros de los «ciudadanos» (así, los derechos de participación política, directamente o por medio de representantes, art. 23); en otras ocasiones se emplea una referencia genérica e impersonal: «se reconoce» (así, el derecho de reunión, art. 21, o el de asociación, art. 22, o el de propiedad, art. 33). En relación con estas menciones han de tenerse en cuenta, además, las disposiciones específicas de la Constitución sobre la nacionalidad y la extranjería (arts. 11 y 13) y sobre la mayoría de edad (art. 12). Por otro lado, cuando establece el sistema de garantías jurisdiccionales de los derechos fundamentales, el artículo 53.2 se refiere a que «cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y los derechos reconocidos…», lo cual en sus términos expresos aparece prima facie en neta contradicción con la delimitación conceptual antes esbozada (las dualidades persona física/jurídica y nacional/extranjero).

			Por consiguiente, el estudio de la titularidad y de las condiciones constitucionales de ejercicio de los derechos fundamentales ha de estar referido a los mencionados aspectos (la titularidad de derechos fundamentales de las personas jurídicas, la mayoría de edad, la nacionalidad y la extranjería) que conforman las diferentes condiciones de subjetividad, como caracterización jurídica del sujeto titular de los derechos, que dan lugar a un determinado régimen de reconocimiento y ejercicio de derechos y libertades fundamentales. Por conexión obvia con el desarrollo sistemático del Capítulo I del Título I de la Constitución finalizaremos este tema con el estudio de la extradición (art. 13.3) y del derecho de asilo (art. 13.4).

			
5.2. La titularidad de derechos fundamentales por personas jurídicas


			Como más arriba se subrayaba, la existencia de personas jurídicas es obra de la técnica jurídica y requiere de la interposición del legislador. Es este quien las crea como categoría jurídica estableciendo los requisitos necesarios para su constitución —en sus diferentes modalidades— y las integra en el ordenamiento por una razón instrumental: la consecución de determinados fines e intereses que, naturalmente, siempre estarán de una manera u otra al servicio de las personas físicas (directamente de aquellas que las crean y la integran e, indirectamente, del conjunto de la sociedad o de sectores de ella). Por este motivo cabe afirmar que las personas jurídicas en buena medida son un artificio y es esta la razón que explica que se vea con gran reticencia la posibilidad de que sean titulares de derechos fundamentales, so riesgo de desnaturalizar este concepto, puesto que tales derechos, como venimos afirmando, son concreciones de la dignidad y de la libertad de los seres humanos individualmente considerados. Sin embargo, semejante apreciación sobre la «artificialidad» de las personas jurídicas, con ser real, no es en absoluto contradictoria con el fundamento que tienen los derechos en el entramado valorativo que conforman la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes y el libre desarrollo de la personalidad. Ya hemos hecho referencia a cómo el artículo 10.1 CE hace radicar el sistema de valores que se concretiza en los derechos fundamentales justamente en esa tríada de principios entrelazados, junto con el respeto a la ley y a los derechos de los demás. Naturalmente, la referencia primaria para la imputación de esos conceptos —que, insistimos, se presuponen unos a otros— es la persona natural; pero, como antes hemos dicho, las personas jurídicas se constituyen a partir de la autonomía de la voluntad de las personas físicas y en ejercicio precisamente de sus derechos fundamentales, siendo en sí mismas expresión, por consiguiente, del libre desarrollo de la personalidad de quienes concurren a su formación y existencia como tales entes. Por esta razón cabe sostener que no existe ninguna contradicción, en línea de principio, entre el fundamento de los derechos y el reconocimiento también para las personas jurídicas o morales de la titularidad de derechos fundamentales, si bien es verdad que por su propia naturaleza o por los fines que justifican la existencia de determinadas personas jurídicas no cualesquiera derechos y libertades son predicables de estos entes (así, por ejemplo, manifiestamente, los derechos a la vida o a la integridad física, a la libertad y a la seguridad personal, el derecho a la educación básica, los derechos de sufragio activo y pasivo, etc.; pero nada impide, sino que exige, por el contrario y también por ejemplo, que sean titulares del derecho a la tutela judicial efectiva, de la libertad asociativa, del derecho a la libertad ideológica y religiosa, etc., existiendo otros respecto de los que se suscitan importantes dudas, como es el caso de los derechos al honor o a la inviolabilidad del domicilio).

			En el constitucionalismo comparado existen preceptos constitucionales dedicados a esta específica cuestión, haciendo que sean menos problemáticas tanto su fundamentación como su análisis. Así, en la Ley Fundamental de Bonn el artículo 19.3 establece que «los derechos fundamentales rigen también para las personas jurídicas en la medida en que según su naturaleza les sean aplicables». Del mismo modo, la Constitución portuguesa dispone en su artículo 12 que «las personas colectivas gozan de los derechos y están sujetas a los deberes compatibles con su naturaleza». Sin embargo, en la Constitución española los datos normativos son bastante más complicados, pues no existe un precepto que, como los reseñados, establezca un punto de partida claro para poder avanzar en la construcción dogmática de esta cuestión, precisando los derechos respecto de los cuales es posible predicar su titularidad, su fundamentación, sus límites, etc. No obstante, existen diferentes opciones del constituyente que establecen implícitamente un vínculo inequívoco con respecto a una solución similar a la contemplada en los países antes mencionados. Así, el artículo 162.1.b) consagra la legitimación para plantear el recurso de amparo a «toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo…» y aunque esto no supone propiamente y per se un reconocimiento de titularidad de derechos, sino de legitimación para invocar su protección, es claro también que apunta a esa capacidad. Por otro lado, el artículo 24 refiere a todas las personas, sin distinción, el derecho a obtener la tutela judicial efectiva de jueces y tribunales. Finalmente, la Constitución parte de la asunción como principio de que la libertad y la igualdad de los individuos y de los grupos en que se integran han de ser reales y efectivas, por lo que dirige un mandato a los poderes públicos para su promoción y para la remoción de los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud (art. 9.2). Este reconocimiento de la dimensión colectiva en el marco de la cual los individuos viven y pueden conseguir la realización de la libertad y la igualdad mediante el ejercicio de los derechos fundamentales, se ve por otra parte realzada mediante la constitucionalización de algunas de esas realidades grupales que tienen una particular incidencia en la vida social y política, como son los partidos políticos y los sindicatos (arts. 6 y 7), o la referencia a comunidades, corporaciones o grupos (arts. 16, 27.10, 36, 20.3…), todo lo cual supone un indudable criterio heurístico para afirmar la necesidad instrumental de que las personas jurídicas sean a su vez titulares de determinados derechos fundamentales.

			Pero, además y sobre todo, existen otros preceptos constitucionales que directa y expresamente reconocen esa titularidad en relación con derechos fundamentales concretos. Así, el artículo 16 «garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades»; el artículo 20.3 reconoce el derecho de acceso a los medios de comunicación social de titularidad pública «de los grupos sociales y políticos significativos»; el artículo 27.6 dispone que «se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes»; el artículo 27.10 establece que «se reconoce la autonomía de las Universidades»; el artículo 28.1 reconoce «el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas», y el artículo 29.1 garantiza a todos los españoles «el derecho de petición individual o colectiva». De estos preceptos, que tienen ciertamente un alcance diverso, no es posible extraer, como dice con justeza Gómez Montoro, una regla general respecto de la aplicabilidad de la titularidad de los derechos fundamentales a las personas jurídicas, pues estas previsiones permiten tanto «una extensión analógica… (cuanto)… una exclusión mediante un razonamiento a sensu contrario». Como hemos podido comprobar anteriormente, tampoco los términos con los que cada precepto constitucional se refiere al reconocimiento de cada uno de los derechos («todos», «todas las personas», «se reconoce», etc.) permiten aclarar esta cuestión en términos genéricos, con independencia de que de ellos puedan extraerse en cada caso ciertos criterios interpretativos.

			Por estas razones, el Tribunal Constitucional ha venido a establecer con carácter general una doctrina que en su formulación y en sus consecuencias viene a ser muy similar a las referencias contenidas en los artículos 19.3 y 12 de las Constituciones alemana y portuguesa, respectivamente, antes transcritos. En la STC 23/1989, FJ 2, siguiendo el desarrollo de pronunciamientos anteriores, afirma que «en nuestro ordenamiento constitucional, aun cuando no se explicite en los términos con que se proclama en los textos constitucionales de otros Estados, los derechos fundamentales rigen también para las personas jurídicas nacionales en la medida en que, por su naturaleza, resulten aplicables a ellas». El Tribunal se hace eco, pues, de que constitucionalmente existe un reconocimiento que en ocasiones es expreso y en otras ocasiones es implícito en relación con determinados derechos fundamentales. Por tanto, puede reconocerse en abstracto esta capacidad, pero afirma también que necesita ser delimitada y concretada a la vista de cada derecho fundamental. Esto es así porque, como dice la STC 139/1995, «no solo son los fines de una persona jurídica los que condicionan su titularidad de derechos fundamentales, sino también la naturaleza concreta del derecho fundamental considerado, en el sentido de que la misma permita su titularidad a una persona moral y su ejercicio por esta».

			El Tribunal ha tenido ocasión de reconocer en su doctrina la titularidad de diversos derechos fundamentales para las personas jurídicas privadas, incluyendo algunos que habían venido considerándose exclusivos, incluso por el mismo Tribunal, de las personas naturales, como la inviolabilidad del domicilio (SSTC 137/1985, 144/1987, 64/1988 y 69/1999) y el derecho al honor, en concreto de las sociedades mercantiles (SSTC 139/1995 y 183/1995) y de los partidos políticos, si bien en estos casos el grado de tolerancia a las críticas ha de ser mayor (STC 79/2014)W también, sin pretensión de ser exhaustivos, el derecho a expresar y difundir las ideas, pensamientos y opiniones, consagrado en el artículo 20.1.a) CE (STC 52/1995), y el derecho a la tutela judicial efectiva, presupuesto siempre desde el mismo comienzo de su actividad jurisdiccional. Respecto de las personas jurídico-públicas el Tribunal ha reconocido la titularidad de los derechos que respecto de algunas de ellas se vinculan con su actividad específica y con las finalidades que persiguen en un marco de autonomía, como es el caso del derecho fundamental a la autonomía de las Universidades (STC 26/1987); asimismo, cabe mantener la titularidad de la libertad de expresión para los medios de comunicación social dependientes del Estado. En general, el Tribunal ha reconocido el derecho a la tutela judicial en cuanto el ordenamiento atribuye a las personas jurídico-públicas capacidad para ser partes en los procesos, por lo que este derecho no tiene para estas personificaciones el mismo alcance que para los ciudadanos (SSTC 91/1995, 123/1996 y 237/2000), porque revisten en relación con aquellas una estricta dimensión procesal. Esta doctrina es muy acertada, pues las organizaciones creadas por actos de los poderes públicos respondiendo a criterios de autoorganización del propio poder político no pueden ostentar derechos fundamentales como protección frente al Estado del que en realidad son manifestación y parte. Recordemos que los derechos han nacido históricamente y se expresan en el Estado constitucional precisamente como límites y protección frente al poder.

			
5.3. La mayoría de edad


			En todo ordenamiento existe la previsión de una determinada edad a la que se adquiere la mayoría, lo cual supone la capacidad de obrar de manera general. Es justamente lo que se contempla en el artículo 12 de la Constitución española de 1978, situándola en los dieciocho años como en la generalidad de los países de nuestro entorno. La adquisición de la mayoría de edad se erige de esta manera en condición para el disfrute de determinados derechos, tanto en el ámbito privado como en el público. Naturalmente, una opción de estas características, aun siendo convencional, no es en absoluto caprichosa, sino que responde a la concepción social dominante en relación con el momento del desarrollo de la personalidad en el que se estima y presume que el individuo ya ha adquirido las características psicológicas y de juicio que avalan la madurez necesaria para ser sujeto incondicionado, en sus actos, dentro de las relaciones jurídicas en las que pueda ser parte. En este sentido, cabe observar en las sociedades modernas una evolución histórica tendente a la progresiva reducción de la edad a la que la mayoría se adquiere.

			Esta condición, que opera a efectos políticos y con carácter general, es especialmente relevante, por tanto, en relación con los derechos de participación política (participación directa, derecho de sufragio activo y pasivo, derecho de acceso a los cargos y funciones públicas, reconocidos y garantizados a los ciudadanos en el art. 23 de la Constitución). No obstante ha de recordarse que, por un lado, la Disposición Adicional 2.ª de la Constitución establece que esta declaración general de la mayoría de edad «no perjudica las situaciones amparadas por los derechos forales en el ámbito del Derecho privado», así como que, por otro lado, existen diversas situaciones especiales en las que la capacidad de obrar de las personas menores de edad se establece respecto de determinados actos a una edad diferente más temprana, como es el caso, por ejemplo, de la capacidad para otorgar testamento, que se reconoce a los catorce años (art. 663 CC), o para contraer matrimonio, dispuesta para los menores de edad emancipados, pudiendo dispensarse el impedimento de edad a partir, igualmente, de los catorce años (arts. 46 y 48 CC); del mismo modo, aunque los menores de dieciocho años no son responsables criminalmente con arreglo al Código Penal (art. 19), los mayores de catorce años pueden incurrir en esta clase de responsabilidad por la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas, con arreglo a lo dispuesto en la legislación específicamente dictada al efecto (art. 19 CP y art. 1 de la LO 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores).

			En definitiva, el hecho de que la Constitución disponga el establecimiento a efectos políticos y con carácter general de la mayoría de edad a los dieciocho años no invalida la libertad de configuración de la que dispone el legislador para contemplar, en términos razonables y en proporción a las finalidades que se persiguen, las especialidades necesarias en determinados ámbitos y situaciones. Del mismo modo, esta regla no impide que incluso personas mayores de edad puedan ver limitada su capacidad de obrar e incluso la posibilidad de ejercer determinados derechos fundamentales como consecuencia de decisiones judiciales firmes en los casos previstos por la ley.

			Una particular mención requiere el debate actualmente existente en España en torno al posible establecimiento de la edad electoral a los dieciséis años. Es importante reparar en que con dieciséis años, los jóvenes tienen, o pueden tener, derechos y responsabilidades de adultos y, siendo esto así, sería difícil negar que no puedan participar democráticamente en la elección de quienes les van a representar y adoptar las decisiones que afectarán a su presente y a su futuro vital. Baste señalar que tienen responsabilidad penal, que pueden trabajar, sindicarse, acceder al ejercicio de la función pública, asociarse, emanciparse, contraer matrimonio, pagar impuestos o decidir sobre tratamientos médicos. Así las cosas, resulta indiscutible que disponen de una perspectiva propia sobre los asuntos públicos y que tienen intereses y demandas específicas que es necesario que los partidos y los gobernantes tengan en cuenta. Junto a ello, como ha subrayado Jorge de Esteban, tienen amplio acceso a la información y a las nuevas tecnologías de la comunicación y del conocimiento, por lo que hoy un joven de esta edad «es probable que sepa más del mundo y sus circunstancias […] que un joven de 20 años de hace cuatro décadas».

			Desde 1812 a 1978 hemos evolucionado en España desde la exigencia de los veinticinco años a los dieciocho, pasando por los veintitrés y los veintiuno para ser titular del derecho al sufragio. Una evolución parecida puede apreciarse en el derecho comparado. En algunos países se ha rebajado ya la edad electoral a los dieciséis años, como es el caso de Brasil, Nicaragua, Ecuador, Argentina, Austria, Malta, varios Estados alemanes y cantones suizos, Eslovenia, Croacia, Serbia y Bosnia Herzegovina (si trabajan). En Grecia se ha establecido en los diecisiete años. También hay otros muchos países donde se han venido haciendo propuestas en este sentido o se está estudiando y debatiendo la medida.

			En este plano, especial consideración merece la Resolución 1826 (2011) de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa. En ella se sostiene que existe una creciente marginalización de los jóvenes en el proceso político, en tanto que dominan las cuestiones e intereses de las personas mayores. Igualmente se aprecia que cuanto más se tiene que esperar para participar en la vida política, menos comprometido social y políticamente se es cuando se llega a ser adulto. Subraya en consecuencia la necesidad de que los jóvenes puedan votar a los dieciséis años y que estén bien preparados para esta participación, toda vez que tienen responsabilidades para con la sociedad y, a este propósito, reitera la importancia de mejorar la educación para la ciudadanía.

			De otra parte, frente al abuso de estereotipos negativos sobre la adolescencia, los más recientes estudios de psicología evolutiva vienen a concluir que el joven de dieciséis años dispone ya de capacidad suficiente para ejercer razonablemente su voto, poniendo de relieve que sus capacidades cognitivas y las habilidades para el razonamiento abstracto y el pensamiento lógico están ya desarrolladas con suficiencia a partir de los quince años, siendo el joven de esta edad capaz de comprender, razonar, anticipar consecuencias y actuar libremente.

			Llegados a este punto, cabe preguntarse, ¿requeriría esta reforma, como algunos sostienen, la previa reforma del artículo 12 de la Constitución? Entendemos que no. Conforme a lo anteriormente apuntado, lo que este artículo regula es la institución de la mayoría de edad a los dieciocho años, referida a la capacidad de obrar desde un punto de vista general y de culminación gradual, pero permitiendo regulaciones específicas y no siendo una frontera para la titularidad y ejercicio de derechos fundamentales, que se tienen ya en la minoría de edad de manera parcial o total, dependiendo de los casos. Nuestra Constitución, por otra parte, establece en el artículo 48 un principio rector para los poderes públicos, consistente en promover las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural». Es evidente que con la adopción de esta medida se estaría desarrollando en un modo relevante este principio, hoy de tan «menguado compromiso jurídico con la realidad», como lo calificara Juan José Ruiz-Rico. En cualquier caso, si se hiciera esta reforma, no parece que tuviera ya mucho sentido seguir estableciendo en la Constitución la mayoría de edad a los dieciocho años.

			
5.4. La nacionalidad


			La nacionalidad hace referencia al vínculo jurídico-político que se establece entre las personas que conforman el pueblo que compone un concreto Estado y el mismo Estado y su ordenamiento. Vista esta categoría en perspectiva histórica y sociológica, supone una especie de consolidación en los planos político y jurídico del sentimiento colectivo de nación. Jurídicamente, este concepto se erige de manera específica en un requisito sine qua non para poder ostentar la condición de ciudadano, que permite ser titular de todos los derechos constitucional y legalmente establecidos y, consecuentemente, disfrutar de ellos en plenitud y en condiciones de igualdad. En definitiva, los nacionales integran el demos de un concreto Estado, el pueblo que ostenta y ejerce el poder constituyente, como elemento que sustancialmente entrelazado con el territorio y el poder lo singulariza en su soberanía respecto de los demás países. Ante un concreto ordenamiento, pues, no todos los hombres son iguales políticamente, aunque sí lo sean por naturaleza. Solo los ciudadanos, en tanto que forman el pueblo del Estado, lo son en plenitud.

			La nacionalidad, en consecuencia, se erige también en condición para poder ser titular sin ninguna excepción de los derechos establecidos por el ordenamiento y para poder ejercitarlos en condiciones de absoluta igualdad. En contrapartida, no ostentar la nacionalidad, esto es, tener la condición de extranjero y formar parte de la población físicamente presente en el Estado (por residencia o por estancia o tránsito), pero sin integrar su demos por ser nacional de otro Estado, supone tener un status específico y diferenciado de los nacionales para la titularidad y ejercicio de determinados derechos según lo dispuesto por las normas constitucionales, por los tratados internacionales y por las leyes de desarrollo, sin que ello pueda ser calificado de ilegítimo o discriminatorio. Netamente, los derechos que pueden verse afectados son, sobre todo, los de participación política y acceso a los cargos y a las funciones públicas, así como otros de carácter prestacional, en los términos que más adelante se estudiarán. Por otra parte, también determinados deberes constitucionales que son susceptibles de generar obligaciones y la realización de prestaciones personales o patrimoniales pueden verse modulados por esta circunstancia, pues algunos de ellos solo de los españoles se predican, como es el caso del derecho y el deber de contribuir a la defensa de España (art. 30.1).

			En relación con la nacionalidad, el artículo 11.1 de la Constitución dispone que esta «se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley». Claramente, pues, se produce una desconstitucionalización de las causas de adquisición, conservación y pérdida de la nacionalidad, con la excepción prevista para este último caso en el apartado 2 del mismo precepto, que dispone con carácter rotundo que «ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad». Por consiguiente, se establece así un límite material que implica reconocer una posición jurídica fundamental a los nacionales de origen, de tal modo que los cambios de nacionalidad pueden ser consecuencia de una decisión libremente adoptada por la persona, pero en ningún caso podría ser impuesta a nadie por una decisión de los poderes públicos, ni siquiera por una sentencia penal. Al mismo tiempo, la remisión a la ley supone también el establecimiento de una reserva de ley en esta materia. Toda la casuística que presenta la cuestión que analizamos en sus aspectos más generales viene regulada por la ley a la que la Constitución remite, que no es otra, obviamente, sino el Código Civil, que dedica a esta materia, además del artículo 15, el Título Primero del Libro Primero, bajo la rúbrica «De los españoles y extranjeros» (arts. 17-28). En él se regulan los siguientes aspectos: quiénes son españoles de origen; los diferentes medios, condiciones y requisitos de la adquisición de la nacionalidad española; los casos, condiciones y circunstancias de su pérdida; los requisitos y condiciones para su eventual recuperación, y los requisitos para su goce por parte de las corporaciones, fundaciones y asociaciones reconocidas por la ley y domiciliadas en España. Lógicamente, el estudio detallado de este amplio campo de cuestiones y los problemas que este régimen legal plantea no es posible realizarlo aquí, ni corresponde específicamente a esta disciplina, razón por la que remitimos a aquellas otras más directamente concernidas, como son el Derecho civil y el Derecho Internacional privado.

			Por otra parte, la Constitución establece en el apartado tercero de este mismo artículo el supuesto de la «doble nacionalidad», sustentando esta decisión en una cierta idea de «comunidad histórica», toda vez que el Estado, dice, «podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen». Por tanto, no se establece aquí una consecuencia que opere de forma automática, sino que es necesaria la previa concertación de un tratado de esta naturaleza, que solo puede realizarse con los países a los que se refiere el precepto, aunque su formulación resulte en algún grado imprecisa (cabría decir que calculadamente imprecisa, para dejar abiertas diferentes posibilidades). Esta cláusula ha generado así la concertación de un amplio número de convenios de esta clase, especialmente con países latinoamericanos, donde se establece la determinación del vínculo jurídico efectivo.

			
5.5. La extranjería


			Conforme a lo argumentado, son extranjeros quienes carecen de la nacionalidad española. Es precisamente el artículo 13 de la Constitución el que establece, no sin dificultades para su adecuada interpretación, aquello que puede ser considerado como la base de nuestro derecho de extranjería. A su tenor, «los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley» (apartado 1), haciendo además la salvedad, en su apartado 2, de los derechos políticos, respecto de los que expresamente exceptúa la posibilidad de que los extranjeros sean sus titulares, si bien con la excepción, a su vez, de los derechos de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. En efecto, el apartado 2 dispone que «solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales» (la referencia al sufragio «pasivo» fue introducida mediante reforma constitucional de 27 de agosto de 1992 debida a la ratificación por España del Tratado de la Unión Europea).

			Por consiguiente, encontramos que se reserva únicamente a los españoles la titularidad de los derechos políticos que nacen del artículo 23 (típicamente asociados al concepto de soberanía nacional), lo cual incluye tanto los de participación directa como aquellos otros en los que la participación se efectúa por medio de representantes y el de acceso a los cargos y funciones públicas, con la correspondiente exclusión en términos genéricos de los extranjeros, si bien con la mencionada salvedad del derecho de sufragio en las elecciones municipales. Por otro lado, respecto de los demás derechos y libertades, repárese en que el apartado 1 de este precepto se refiere en sus términos expresos tan solo a «las libertades públicas» que garantiza el Título I, remitiendo a lo que dispongan al respecto los tratados y la ley. Esta regulación constitucional exige una interpretación desde sus propios presupuestos, es decir, desde los valores y principios que la norma fundamental asume como cimentadores del orden político y del ordenamiento jurídico a través del cual se concretiza.

			En este sentido, cabe sostener que una vez erigidas la dignidad de la persona y el libre desarrollo de la personalidad como fundamentos de todo el sistema de derechos y libertades fundamentales (art. 10.1 CE) y situados muy lejos ya, en consecuencia, de planteamientos completamente periclitados sobre la condición del extranjero en el Estado constitucional de nuestros días, cualquier interpretación sobre la titularidad y el ejercicio de los derechos y libertades fundamentales de los extranjeros debe partir, dentro del marco constitucional, del principio de la búsqueda de su progresiva efectividad, toda vez que la sociedad y el Estado no pueden permanecer ajenos a la garantía de las posiciones jurídicas fundamentales y básicas de todas las personas que se encuentren en su territorio, perteneciendo a su población o estén en tránsito, aunque no integren el demos del Estado. Por otra parte, los derechos y libertades fundamentales, de acuerdo con las previsiones del apartado 2.º del artículo 10, han de ser interpretados conforme a lo dispuesto por la Declaración Universal de los Derechos Humanos y por los tratados y acuerdos internacionales sobre esta materia ratificados por España, siendo claro que en virtud de esta norma se abre una vía interpretativa de gran importancia para la determinación del «contenido esencial» (al que se refiere el art. 53.1 de la Constitución), concretándose de esta manera el núcleo de lo que en nuestra cultura se entiende por cada uno de los derechos reconocidos y protegidos al más alto nivel.

			Desde estas premisas y principios que sustentan las decisiones fundamentales plasmadas en la Constitución española sobre los derechos y libertades de los extranjeros, la interpretación sistemática del artículo 13 realizada progresivamente por el Tribunal Constitucional ha conducido a asentar una doctrina que, muy sintéticamente expuesta, consagra los siguientes criterios: a) que la única exclusión de titularidad de derechos y libertades fundamentales que la Constitución realiza respecto de los extranjeros se constriñe a los derechos de participación política del artículo 23; b) que aunque todos los derechos y libertades de los extranjeros son, respecto a su contenido, de configuración legal, queda garantizado el pleno respeto del contenido esencial del derecho constitucionalmente definido, y c) que a pesar de la dicción literal del artículo 14 de la Constitución (que predica la igualdad ante la ley tan solo respecto de los españoles), existe un núcleo de derechos que corresponden por igual a españoles y extranjeros y cuya regulación ha de ser igual para ambos…; tal sucede con aquellos derechos fundamentales «que pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciudadano», es decir, «con aquellos que son imprescindibles para la garantía de la dignidad humana que conforme al artículo 10.1 de nuestra Constitución constituye fundamento del orden político español» (entre otras, SSTC 107/1984, 99/1985, 115/1987, 94/1993, 116/1993, 242/1994 y 95/2000).

			La regulación legal de esta materia se concreta en la actualidad en la Ley Orgánica 4/2000, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social (reformada en numerosas ocasiones, siendo especialmente significativas las reformas llevadas a cabo por las Leyes Orgánicas 8/2000, 2/2009 y 10/2011, entre otras). Conforme a los principios del ordenamiento y a la previsión constitucional del artículo 13.1, lo dispuesto en esta ley, como establece su artículo 1.2, ha de entenderse en todo caso sin perjuicio de lo que establezcan las leyes especiales y los tratados internacionales en los que España sea parte. Como criterio interpretativo, el artículo 3 dispone que se entenderá que los extranjeros ejercitan los derechos en ella reconocidos en condiciones de igualdad con los españoles. En ella se regulan los derechos a la documentación, a la libertad de circulación, de participación en los procesos electorales municipales, las libertades de reunión y manifestación, la libertad de asociación, el derecho a la educación, el derecho al trabajo y a la seguridad social, las libertades de sindicación y huelga, el derecho de asistencia sanitaria, el derecho a ayudas en materia de vivienda, el derecho a la seguridad social y a los servicios sociales, el derecho a la intimidad familiar y a la reagrupación, el derecho a la tutela judicial efectiva, a la asistencia jurídica gratuita y al recurso contra los actos administrativos y, además, se prevé como obligación la sujeción de los extranjeros a los mismos impuestos que los españoles, regulándose igualmente un conjunto de medidas antidiscriminatorias, así como el régimen jurídico de las distintas situaciones en que se pueden encontrar los extranjeros en España (entrada y salida del territorio nacional, estancia, residencia temporal y residencia permanente), el permiso de trabajo y los regímenes especiales y, entre otros aspectos, las infracciones y las sanciones en materia de extranjería. El ejercicio de la mayoría de estos derechos, sobre todo tras la reforma operada por la Ley 8/2000, se condicionaba a que el extranjero haya obtenido la condición jurídica de residente de acuerdo con lo establecido en la propia Ley, con la salvedad de los derechos a la documentación, a la enseñanza básica gratuita y obligatoria, a la asistencia sanitaria pública (de urgencia para los mayores de edad y, para los menores, en todo caso en las mismas condiciones que los españoles, así como a las embarazadas durante el embarazo, parto y posparto), y a la tutela judicial efectiva.

			Esta legislación, tras la mencionada reforma, resultó fuertemente contestada y fueron impugnados algunos de sus preceptos ante el Tribunal Constitucional. En la STC 236/2007, en línea con su jurisprudencia anterior, ha establecido la doctrina de que «el artículo 13.1 CE concede al legislador una notable libertad para regular los derechos de los extranjeros en España, pudiendo establecer determinadas condiciones para su ejercicio. Sin embargo, una regulación de este tenor deberá tener en cuenta, en primer lugar, el grado de conexión de los concretos derechos con la garantía de la dignidad humana […]; en segundo lugar, el contenido preceptivo del derecho, cuando este venga reconocido a los extranjeros directamente por la Constitución; en tercer lugar, y en todo caso, el contenido delimitado para el derecho por la Constitución y los tratados internacionales. Por último, las condiciones de ejercicio establecidas por la Ley deberán dirigirse a preservar otros derechos, bienes o intereses constitucionalmente protegidos, y guardar adecuada proporcionalidad con la finalidad perseguida». De acuerdo con esta doctrina, el Tribunal declara en su fallo, con los efectos que se indican en el fundamento jurídico 17 de la mencionada Sentencia, la inconstitucionalidad de los artículos 7.1, 8 y 11.1 (exclusivamente respecto al derecho a sindicarse libremente), así como la inconstitucionalidad y nulidad de la inclusión del término «residentes» en los artículos 9.3 y 22.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, en la redacción dada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre. Del mismo modo, declara que no es inconstitucional el artículo 60.1 de la referida Ley, interpretado en los términos expresados en el fundamento jurídico 15 de la Sentencia. Por su parte, el inciso «cuando estén autorizados a trabajar» del apartado 2 del artículo 11 ha sido declarado inconstitucional y nulo por Sentencia 259/2007 (véanse también las SSTC 259/2007, 260/2007, 261/2007, 262/2007, 263/2007, 264/2007 y 265/2007).

			A la vista de estos pronunciamientos, cabe afirmar que las dudas de constitucionalidad suscitadas por la regulación efectuada por la LO 4/2000 (en su redacción por la LO 8/2000) han sido resueltas por el Tribunal Constitucional en la línea en la que ya se apuntaba como posible en esta obra en aquellas fechas. Ahora bien, resulta ciertamente criticable que en relación con los derechos de reunión, asociación y sindicación se declarara la inconstitucionalidad sin nulidad, toda vez que ello equivale a la imposibilidad fáctica de ejercer esos derechos hasta tanto no se modifique la Ley Orgánica, sin que existan argumentos de peso, a nuestro juicio, para sostener la disociación entre titularidad y ejercicio, que se mantiene en la práctica pese a la declaración de inconstitucionalidad efectuada por el Tribunal. Finalmente esta situación se despejó con la Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, que adaptó los preceptos afectados a la doctrina del Tribunal.

			Si hasta ahora nos hemos referido al régimen general de la extranjería, la pertenencia de España a la hoy Unión Europea obliga a distinguir también entre los extranjeros eurocomunitarios y los extracomunitarios. En efecto, el ser nacional de alguno de los países miembros ya confería antes del Tratado de la Unión Europea de 1992 un status diferenciado a estos extranjeros respecto de los extracomunitarios, toda vez que estaba vedada toda discriminación por razón de nacionalidad en el ámbito de aplicación del Tratado, lo que afectaba muy directamente a la libre circulación de los trabajadores y al derecho de establecimiento (arts. 7, 48 ss. y 52 ss. TCEE), sin perjuicio de otras medidas que podían adoptarse mediante negociación de los Estados para conseguir objetivos específicos en relación, entre otros aspectos, con el disfrute y tutela de los derechos en las condiciones reconocidas por cada Estado a sus nacionales. Una vez ratificado el Tratado de la Unión Europea de 1992, que introdujo la llamada «ciudadanía europea», se configuró una situación que agranda aún más las diferencias de status entre estas dos categorías de extranjeros, ya que la ciudadanía europea permite a los extranjeros comunitarios el goce de una serie de derechos relacionados con esta cualidad de ser ciudadano de la Unión, toda vez que la ciudadanía que se reconoce a toda persona que sea nacional de un Estado miembro se añade a la ciudadanía nacional, sin sustituirla. Dejando de lado los derechos que esta ciudadanía integra respecto a las propias instituciones de la Unión (que no es del caso exponer en este contexto), cabe mencionar sobre todo el derecho de participación política, por el que los ciudadanos comunitarios podrán ser electores y elegibles en las elecciones municipales (recuérdese que en relación con los derechos de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales, lo dispuesto en este Tratado chocaba con lo establecido en el art. 13.2 CE, lo que exigió la reforma constitucional que, tras la Declaración del Tribunal Constitucional de 1 de julio de 1992, y de acuerdo con ella, se llevó a efecto por las Cortes Generales por la vía ordinaria del art. 167 CE, introduciendo la expresión «… y pasivo» en el último inciso del art. 13.2). También derivan del status de ciudadanía europea desde la perspectiva que estamos considerando los derechos a la libre circulación y residencia en España, así como el de acogerse a la protección de las autoridades diplomáticas y consulares españolas en el territorio de un tercer país en las mismas condiciones que los españoles. Además de todo ello, en aplicación de normas comunitarias o en virtud de acuerdos, se vienen adoptando medidas que configuran un régimen jurídico específico y diferenciado para los extranjeros comunitarios (así, por ejemplo, las normas que determinan los sectores de la función pública a los que pueden acceder los nacionales de los demás Estados miembros de la Unión Europea). Además de las facultades que derivan de las libertades fundamentales reconocidas y garantizadas en el Derecho europeo, los derechos que integran el status de ciudadanía europea son los fijados en la actualidad en el Título V de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (arts. 39 a 46), cuyo valor jurídico es el mismo que el de los Tratados, a tenor de lo dispuesto en el artículo 6.2 TUE reformado por el Tratado de Lisboa.

			
5.6. La extradición y el derecho de asilo


			La Constitución contempla en su artículo 13, por último, la extradición y el derecho de asilo. Por lo que se refiere a la extradición, el apartado 3 de este precepto dispone que «solo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo». La extradición es un instituto jurídico que se sitúa en un terreno en el que inciden el Derecho Penal, el Procesal y el Internacional, consistente en el título y en el instrumento procedimental por virtud del cual es posible poner a la disposición de la justicia de un Estado, por parte de los órganos competentes de otro, a una persona que esté perseguida en su territorio, para que sea enjuiciada o, si ya lo ha sido, para que cumpla la pena impuesta, de tal manera que se evite así la impunidad. De la regulación constitucional cabe apreciar el establecimiento de dos límites frente a la extradición pasiva en España: por un lado, esta solo se concederá «en cumplimiento de un tratado o de la ley», sometiéndola, además, al principio de reciprocidad, por lo que solo se podrá poner a una persona penalmente perseguida a disposición de otro Estado cuando dicho Estado, en análogo supuesto, también tenga establecida la extradición a España a una persona aquí perseguida o condenada; por otro lado, se establece un límite material: quedan excluidos los delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.

			El problema que esta delimitación suscita es, obviamente, la concreción de lo que haya de entenderse por «delitos políticos», en tanto que es un concepto en principio indeterminado. La referencia va dirigida genéricamente a aquellos tipos penales mediante los que en determinados países se reprimen conductas que son propias de los derechos que constituyen precisamente la base y el presupuesto de las democracias constitucionales (opinión y expresión, creencias, reunión, manifestación, etc.), sin que este concepto pueda amparar en ningún caso aquellos crímenes que se cometen alegando motivaciones de índole política, como sucede también en los supuestos de terrorismo, en los que debe regir la extradición. La Ley 4/1985, de 21 de marzo, de extradición pasiva, ha complementado la regulación constitucional al excluir de la consideración de delitos políticos, además de los actos de terrorismo, los crímenes contra la humanidad previstos por el Convenio para la Prevención y Penalización del Crimen de Genocidio adoptado por la Asamblea general de las Naciones Unidas, y los atentados contra la vida de un jefe de Estado o de un miembro de su familia (art. 4.1). Como consecuencia de la creación y desarrollo progresivo en la Unión Europea de un espacio de libertad, seguridad y justicia a partir del Tratado de Ámsterdam y el correspondiente refuerzo de los mecanismos de cooperación judicial en aplicación de los principios de armonización de las legislaciones y reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales, hay que estar en este ámbito a lo dispuesto en la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, que regula de manera conjunta los instrumentos de cooperación judicial y, entre ellos, la orden europea de detención y entrega, sustituyendo en este punto a la regulación de la anterior Ley 3/2003, de 14 de marzo.

			Por lo que se refiere al derecho de asilo, la Constitución dispone en el apartado 4 del artículo 13 que «la ley establecerá los términos en los que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España». El asilo es así una institución dirigida a la protección, dispensada por el Estado, de aquellos extranjeros o apátridas que se consideran refugiados conforme a la Convención de Ginebra de 1951. Se trata de personas perseguidas o sancionadas (o con temor fundado de que esta persecución se produzca) por otro Estado por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas. Este concepto de refugiado, cuando se trata de perseguidos por opiniones políticas, ha de interpretarse en sentido amplio, como es práctica general en los Estados signatarios de la Convención. La protección que este derecho permite consiste, en consecuencia, en que no se efectúa la devolución del perseguido al país perseguidor, además de concederle la autorización para residir y trabajar en el país que lo acoge.

			El mandato constitucional fue cumplido por la Ley 5/1984, de 26 de marzo, ampliamente modificada por la Ley 9/1994, de 19 de mayo. La normativa vigente en la actualidad viene configurada por la Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria, que adapta la normativa española a la europea (especialmente a la Directiva 2004/83/CE del Consejo, de 29 de abril, por la que se establecen normas mínimas relativas a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección internacional y al contenido de la protección concedida; a la Directiva 2005/85/CE del Consejo, de 1 de diciembre, sobre normas mínimas para los procedimientos que deben aplicar los Estados miembros para conceder o retirar la condición de refugiado (hoy derogada por el artículo 53 de la Directiva 2013/32/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre procedimientos comunes para la concesión o la retirada de la protección internacional), y al Capítulo V de la Directiva 2003/86/CE del Consejo, de 22 de septiembre, sobre el derecho de reagrupación familiar relativo a los refugiados), partiendo de lo establecido en la Convención de Ginebra de 1951 y el Protocolo de Nueva York de 1967, sobre el estatuto de los refugiados, como piedra angular del régimen jurídico internacional de protección de las personas refugiadas. El objeto de la ley, definido en su artículo 1, es «establecer los términos en que las personas nacionales de países no comunitarios y las apátridas podrán gozar en España de la protección internacional constituida por el derecho de asilo y la protección subsidiaria, así como el contenido de dicha protección internacional»; por su parte, en el artículo 3 se define el concepto de condición de refugiado como aquella que «se reconoce a toda persona que, debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, opiniones políticas, pertenencia a determinado grupo social, de género u orientación sexual, se encuentra fuera del país de su nacionalidad y no puede o, a causa de dichos temores, no quiere acogerse a la protección de tal país, o al apátrida que, careciendo de nacionalidad y hallándose fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, por los mismos motivos no puede o, a causa de dichos temores, no quiere regresar a él, y no esté incurso en alguna de las causas de exclusión del artículo 8 o de las causas de denegación o revocación del artículo 9». También se contempla en el artículo 4 el derecho a la protección subsidiaria, que es «el dispensado a las personas de otros países y a los apátridas que, sin reunir los requisitos para obtener el asilo o ser reconocidas como refugiadas, pero respecto de las cuales se den motivos fundados para creer que, si regresasen a su país de origen en el caso de los nacionales o al de su anterior residencia habitual en el caso de los apátridas, se enfrentarían a un riesgo real de sufrir alguno de los daños graves previstos en el artículo 10 de esta Ley, y que no pueden o, a causa de dicho riesgo, no quieren, acogerse a la protección del país de que se trate, siempre que no concurra alguno de los supuestos mencionados en los artículos 11 y 12 de esta Ley».
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